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1. Parte general (planteamientos) 
1.1. Órganos judiciales – 
1.2. Ministerio público. Defensa Pública – 
1.3. De las partes – 
1.4 De la representación y de los terceros (rebeldía, intervención de terceros) – 
1.5. Ejercicio de la acción: acumulación, concurrencia – 
1.6. Actos procesales: Nulidad de los actos procesales. Expedientes. Acumulación de procesos. Oficios. Exhortos. Notificaciones. Citaciones. Emplazamientos. Plazos. Suspensión. Audiencia. Resolución. Terminación. Allanamiento.
1.7. Incidentes. Costas.
1.1. Organización Judicial
Cada Estado, para mejor desenvolvimiento de sus fines, necesariamente debe contar con un poder que se encargue de administrar la justicia, para ello, es menester que ésta administración se organice para ejercer la función jurisdiccional.
Con ese fin, el Estado dicta normas, teniendo como fundamento la propia Constitución Nacional, que establezcan los órganos y el sistema para la administración de justicia, las cuales asignan la competencia, facultades, obligaciones, designación y remoción de los jueces. 
La Constitución Nacional de la República del Paraguay, establece en el Artículo 247 que el Poder Judicial es el custodio de la Constitución, con facultad de interpretarla, y hacerla cumpliri.
Donde la Administración de justicia es expresamente conferida al Poder Judicial, ejercido por la Corte Suprema de Justicia, por los Tribunales y por los juzgados, en la forma que establezcan la Constitución y la Ley; éste precepto, se complementa con el 248, el cual garantiza la independencia de tal Poderii.
Las principales reglas de competencia se hallan establecidas en el Código de Organización Judicial (Ley 879/81 y su modificación por la Ley 963), la cual establece que el Poder Judicial es ejercido por: 
La Corte Suprema de Justicia: La cual es integrada por nueve miembros, quienes llevan el título de Ministro, organizándose en tres salas, Civil y Comercial, Constitucional y, Penal. Los requisitos para integrar tal instancia, así como las inhabilidades, atribuciones y deberes, están regulados por la Constitución Nacional
El Tribunal de Cuentas: Compuesto por dos salas de tres miembros cada una, siendo competente la Primera Sala para los juicios contenciosos administrativos y, la Segunda Sala, a la cual le compete entender en materia del Control de las Cuentas de Inversión del Presupuesto General de la Nación.
Los Tribunales de Apelación: Debe estar compuesto de tres miembros por lo menos en cada Sala en los distintos fueros y circunscripciones judiciales.
Los Juzgados y Tribunales de la niñez y la adolescencia: Compuesta por Tribunales, Juzgados y Defensorías especializados en cada circunscripción judicial, los cuales deben estar integrados por personal especializado, según regula la Ley Nº 1680.
Los Juzgados de Primera Instancia: En lo Civil y Comercial, Criminal, Laboral, quienes conocen en cada materia de su competencia.
Juzgados en lo Civil y Comercial de la Justicia Letrada: Entenderán siempre que la cuantía de la demanda no exceda 300 jornales mínimos del equivalente a Jornales mínimos legal para actividades diversas no especificadas en la República, en los siguientes Juicios: Asuntos Civiles y Comerciales, Juicio Sucesorios, Demanda de Desalojos, Cobro de Alquileres, en todos los casos de Informaciones Sumaria de Testigos.
Los Juzgados Penales de Garantías y de Liquidación y Sentencia: Cuya función está regulada en el código de procedimiento penaliii.
Los Jueces Árbitros y Arbitradores: Constituye una instancia pre judicial, muchas veces más efectiva y con mayor celeridad que la judicial propiamente dicha, a más de ser menos onerosa.
Los Jueces de Paz: Tanto los jueces de Paz como los de Paz Letrada, entienden en asuntos de su competencia, de acuerdo al monto del juicio (menor cuantía), quienes tienen jurisdicción en cada una de las parroquias de la Capital y en las demás Ciudades y Poblaciones del interior.
Además, en nuestra organización judicial, no solo las instancias judiciales la conforman, sino también los auxiliares de justicia, los cuales son enumerados en el artículo tercero del C.O.J: El Ministerio Público, el Ministerio de Defensa Pública, los Auxiliares de la Justicia del menor, la Sindicatura General de quiebras, el Cuerpo médico forense, los Abogados y Procuradores, los Notarios y Escribanos Públicos, la Policía, los Rematadores, los Peritos en general y Traductores y, los Oficiales de Justicia.
Como una instancia con jurisdicción en materia electoral, la constitución del año 1992iv, crea la Justicia Electoral, la cual constituye un organismo integrante del Poder Judicial, la cual se halla reglamentado por la Ley 635 y se compone de: 
Tribunal Superior de Justicia Electoral: El cual se halla integrado por tres miembros electos de la misma manera que los Ministros de la Corte Suprema de Justicia
Tribunales Electorales: Con jurisdicción en cada circunscripción judicial de la República, en la capital, los mismos, están compuestos de dos salas.
Juzgado Electoral: Debe existir como mínimo uno en cada departamento de la República.
Fiscalía Electoral: Quienes actúan en interés público ante la Justicia Electoral
Dirección del Registro Electoral: Debe integrarse con cuatro miembros, ésta estará a cargo del padrón electoral, su actualización, depuración, etc. 
La junta cívica, es de carácter transitorio, sirviendo ésta como organismo auxiliar de la Justicia Electoral, en cada parroquia de la República
1.2. Ministerio Público
El Ministerio Público es el órgano que representa a la sociedad ente los organismos jurisdiccionales del Estado, el cual goza de autonomía administrativa y funcional, es decir, que constituye el conjunto de funcionario a quienes se halla confiada la defensa de los intereses vinculados al orden público y social.
Los miembros del Ministerio Público, integran una magistratura diferente y autónoma con respecto a la de los jueces y Tribunales, pero en estrecha colaboración con éstos, incumbiéndoles la función denominada requirente, en oposición a la función juzgadora de los órganos judiciales.
Conforme a lo establecido por la Constitución Nacional, el Ministerio Público es ejercidos por: El Fiscal General del Estado, el Agente Fiscal el Cuentas, los Agentes fiscales en lo Civil y Comercial, los agentes fiscales del trabajo, los Agentes fiscales en lo criminal y, los Procuradores Fiscalesv. 
Éste, interviene en la acción civil, de acuerdo a las disposiciones del la Constitución Nacional, donde la falta de intervención de un representante del Ministerio Público, acarreará la nulidad de las actuaciones a petición de éstevi.
Además, con la nueva legislación penal de la República, se establecen claras funciones a los representantes del Ministerio Público en cuanto a sus atribucionesvii.
La tendencia actual propende a la eliminación de la actuación de los componentes del Ministerio Público del proceso civil, ya que éstos, no tienen dentro del proceso facultades de decisión, siendo a su vez éstas, competencia exclusiva de los jueces y Tribunales, considerando además que su función, estaría sobrepuesta a la de tales magistrados.
El Ministerio Público, está compuesto por el Ministerio Fiscal, dividido en varias ramas, a saber, Civil y Comercial, Criminal, Laboral, del Menor, de Cuentas y Electoral. El Ministerio Pupilar, El cual se encarga de la representación de los menores e incapaces en los procesos, velar por sus personas, sus derechos y sus bienes y, El Ministerio de la Defensa Pública, del cual, nos referimos seguidamente.
Defensa Pública El Ministerio de la Defensa Pública está desempeñado por los Defensores y Procuradores de pobres, ausentes e incapaces mayores de edad, los Abogados del Trabajo, los Defensores en el Fuero Penal, y los Auxiliares de la Justicia de Menoresviii.
Ministerio de la Defensa Pública Como ya se vio, integra otra de las ramas en que se divide el Ministerio Público, quienes tienen a su cargo la defensa en juicio de aquellos que no pueden contar con la asistencia de un letrado, sea por su incapacidad o por su falta de recursos, la cual, parte de un precepto constitucional, el cual reza: “La defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por Tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales”. (Artículo 16 - DE LA DEFENSA EN JUICIO)
Éste es desempeñado por los Defensores y Procuradores de Pobres, ausentes e incapaces mayores de edad, los abogados del trabajo, los defensores de pobres del fuero penal y loa auxiliares de la Justicia de menores, previstos en el Inc. a y b del art. 235 de la Ley 903/81 y sus modificaciones
1.3. De las partes Parte, es toda persona – física o jurídica – que en nombre propio o en cuyo nombre, pretende la actuación de una norma legal y aquel respecto del cual se formula la pretensión; en un juicio, son el actor, el demandado o tercero interviniente, comparece ante los órganos jurisdiccionales peticionando un fallo conforme a su petición.
“En el derecho Civil se denomina así a toda persona de existencia visible o invisible que interviene con otra u otras en cualquier acto jurídico. “En derecho procesal es toda persona física o jurídica que interviene en un proceso de defensa de un interés o de un derecho que lo afecta, ya lo haga como demandante, demandado o querellante, querellado etc.” (Manuel Ossorio). 
La cualidad de parte se adquiere, sin mayores miramientos al derecho sustancial, pues por el hecho de naturaleza exclusivamente procesal, de la proposición de una demanda ante el Juez, la persona que propone la demanda, y, la persona en contra de quien se propone, adquieren sin más, la calidad de parte del proceso, independientemente del fundamento de la demanda, que ésta sea inadmisible o imponible, por consiguiente, tiene calidad de parte, quien interviene o figura en un proceso como sujeto activo (actor) o pasivo (demandado) de una pretensión, independientemente que tenga o no el carácter de sujeto legitimado para obrar o contradecir en el concreto proceso de que se trate.
Para ello, las partes deben tener capacidad para ser titular de derechos y deberes procesales, coincidiendo ésta, con la capacidad de derecho, entendiéndose ésta como la capacidad para ser parte.
Además, las partes deben tener capacidad procesal, siendo tal, la aptitud de realizar personalmente o por intermedio de un mandatario convencional, actos procesales válidos, coincide con la capacidad de hecho.
Éstos presupuestos, no deben confundirse con la legitimación procesal, que a diferencia de ellos, ésta se entiende como la condición jurídica específica referida a la concreta materia sobre la que versa el proceso.
Las partes deben comparecer en juicio, de conformidad a lo dispuesto en el art. 87 del C.O.J. Las personas jurídicas sólo podrán intervenir mediante mandatario profesional matriculadoix, constituyendo domicilio dentro del radio urbano de la ciudad o pueblo sea asiento del juzgado o Tribunal. Este requisito se cumplirá en la primera intervención o presentación, de no ser así, su domicilio se fijará en la secretaría del juzgado.
Las partes deberán actuar en juicio con buena fe, y no ejercer abusivamente los derechos que les conceden las Leyes procesales, en cualquier etapa del juicio y en cualquier instancia, antes que se dicte sentencia, podrá requerirse que en la decisión el magistrado se pronuncie sobre la mala fe o el ejercicio abusivo del derechox.
1.4. De la Representación Procesal y de los terceros (Rebeldía – Intervención de terceros) 
Toda persona capaz tiene el derecho de comparecer en juicio, personalmente o por intermedio de un mandatario, sólo puede conferir el mandato a aquellas personas que la Ley habilita para ejercer la procuración judicial, de esto surge que la representación procesal, es la que se exige o se permite, en lugar de las partes entre sí y, ante los Tribunales.
Nuestra legislación, sustenta el principio de la libertad de representación, de tal forma, las partes pueden optar por ser representa das o no en el proceso.
Cuando la persona física actúa por sí, necesariamente debe contar con el patrocinio de profesional competente, tal afirmación, se desprende de la propia Leyxi.
Además, cualquiera de las partes, podrá hacerse representar convencionalmente por otra persona en el proceso, esto surge del artículo 343 del Código Civil, además, ésta queda regulada por las normas que atañen al mandato, debiendo ser formalizada tal representación, escritura pública mediante.
También existen personas físicas que por su incapacidad procesal (incapacidad de hecho), deben necesariamente, ser representadas en juicio a través de los funcionarios designados por la Ley para el efecto, padres, tutores, curadores, es lo que conocemos como representación legal.
A éste respecto, el Código de Procedimientos Civiles, estipula que la persona que se presente en juicio por un derecho que no sea propio, deberá acompañar con su primer escrito los documentos que acrediten el carácter que inviste, cumplir con lo impuesto en el art. 47 (constitución de domicilio) del C.P.C. y denunciar el domicilio real de la persona representada.
El patrocinio legal se regirá por lo dispuesto en los artículos 87 y 88 del C.O.J.. No será necesario el patrocinio letrado cuando se actuare para la recepción de órdenes de pago y para solicitar declaratoria de pobreza.
Se tendrá por no presentado y se devolverá al interesado, sin más trámites ni recurso, todo escrito que debiendo llevar firma del letrado, no la tuviere.
En ciertos casos, cuando la urgencia de éstos así lo amerite, se podrá admitir la comparecencia en juicio sin los instrumentos que acrediten la personalidad, pero si no fueren presentados y no se ratificare la gestión dentro del plazo de treinta días, será nulo todo lo actuado por el gestor y éste pagará las costas causadas, sin perjuicio de la responsabilidad por los daños ocasionados. Para asegurar su responsabilidad, el gestor deberá ofrecer caución suficiente y formalizarla en el plazo que le fije el Juez.
La disposición anterior, se refiere a la actuación de la persona, denominada gestor, que sin mandato o siendo este insuficiente, interviene en un juicio o realiza actos procesales en representación de otro.
Quedan exceptuadas del patrocinio obligatorio de letrado, cuando se actuare para la recepción de órdenes de pago o para solicitudes de declaración de pobreza, además de las actuaciones ante la Justicia de Paz, las solicitudes de Habeas Corpus, Amparo y, otros casos establecidos por la Ley.
La admisión de personería, en el proceso civil, produce efectos desde la presentación del mandatario en el juicio, significando la aceptación del mandato, debiendo ser éste suficiente para tales menesteres, si así no lo fuere, el poderdante puede ejercer una ulterior ratificación, supliendo ésta deficiencia, aunque no exime el pago de costas debido a una excepción de falta de personeríaxii.
El apoderado en juicio, debe cumplir los deberes establecidos para las partes; y seguir el juicio mientras no haya cesado su personería. Hasta entonces las citaciones y notificaciones que se hagan, incluso las de sentencias definitivas, tendrán la misma fuerza que si se hiciesen al poderdante, sin que le sea permitido pedir que se practiquen con éste. Exceptuase los actos que por disposición de la Ley deban ser notificados personalmente a las partes.
La representación de los apoderados cesa por motivos de diversa índole, los cuales están enunciados en el artículo 64 del Código de Procedimientos Civiles y son transcriptos a continuación: a) Por revocatoria expresa del mandato en el proceso, b) Por renuncia, en cuyo caso el apoderado deberá, bajo pena de daños y perjuicios, continuar con las gestiones hasta que hubiera vencido el plazo que el Juez fijare al poderdante para reemplazarlo o comparecer por sí, c) Por haber cesado la personalidad con que litigaba el poderdante, d) Por haber concluido la causa para lo cual se otorgó el poder, e) Por muerte o incapacidad sobreviniente del poderdante y, f) Por muerte e inhabilidad del apoderado
De los terceros Cuando durante el desarrollo del proceso, se incorporan a él, tanto en forma espontánea, como provocada, personas distintas de las partes originarias, con el fin de hacer valer derechos o intereses propios, pero vinculados a la causa por la pretensión o con el objeto de la misma, estamos ante un tercero intervinientexiii.
En cuanto a la intervención voluntaria, ésta puede ser principal o excluyente, en la cual el tercero hace valer un derecho propio y una pretensión incompatible con la interpuesta por el actor.
Tal intervención, no debe ser confundida con las tercerías, pues en éstas, el tercero se limita a hacer valer un derecho de dominio sobre un bien o de ser pagado con preferencia al ejecutante, sin deducir una pretensión incompatible o conexa con la pretendida por el actor, a cuyo resultado por lo demás, le es indiferente, sin perder su calidad de tercero, en cambio, en la excluyente, el tercero asume calidad de partexiv.
También, la intervención voluntaria puede ser adhesiva autónoma o litisconsorcial, donde el tercero tiene por objeto hacer valer un derecho propio frente a alguna de las partes originarias, adhiriendo a la calidad asumida por el otro litigante
La característica principal de ésta forma de intervención, está dada por la circunstancia de que el tercero habría gozado de legitimación propia para demandar o ser demandado en el proceso, a título individual o juntamente con el litigante a quien se adhiere.
Y por último, el tercero interviene en razón de la titularidad e un derecho conexo o dependiente respecto de las pretensiones articuladas en el proceso, participando en éste, a fin de colaborar en la gestión procesal de alguna de las partes, sin carácter de parte autónoma, por cuanto su legitimación para intervenir en el proceso es subordinada o dependiente respecto de la que corresponde al litigante con quien coopera o colabora, configurando la intervención adhesiva simple o coadyuvantexv.
Además de las formas expresadas, existen las llamadas tercerías, en las cuales la intervención se limita sólo a hacer valer algún derecho sobre las partes, sin deducir una pretensión incompatible o conexa con aquella en que versa la litis, sin perder su condición de tercero, pero cuyo resultado le es indiferente. Constituye una acción de quien no es parte en el proceso en defensa de sus derechos, frente a quien está dirimiendo los suyos.
Éstas pueden ser de mejor dominio, donde el tercero se limita a hacer valer su derecho de dominio sobre algún bien que haya sido embargado en el proceso principal o, de mejor derecho, en la cual el tercero hace valer el derecho de ser pagado con preferencia al ejecutante, sin pretender el dominio del bienxvi.
Los terceros, asimismo, pueden intervenir en el proceso forzosamente, coacción mediante, es decir que lo hacen en forma provocada.
Ésta opera cuando el Juez, de oficio o a petición de parte, dispone que se cite a un tercero para participar en el proceso, a fin de que la sentencia que en él se dicte, pueda serle eventualmente opuesta.
El tercero, al comparecer en el proceso al cual ha sido citado, asume calidad de parte, pero, no puede ser obligado a aceptar el proceso in statu et terminis, pues ello configuraría un injusto menoscabo de su derecho de defensa.
Tal es el caso en la citación de evicciónxvii producida por el llamamiento que puede hacer tanto el actor como el demandado al enajenante del bien objeto de la litis, con la intención de que éste sea defendido en el proceso y, subsidiariamente, dejar expedita la acción regresiva.
El actor podrá pedir la citación de evicción al deducir la demanda, el demandado dentro del plazo fijado para la contestación de la demanda, según el proceso en que se trate, fundada en el dominio de los bienes embargados o en el derecho que el tercero tenga de ser pagado con preferencia al embargante (tercerías).
Éstas deben sustanciarse de acuerdo al procedimiento establecido para los incidentes, sustanciándose en forma separada, salvo que el Juez disponga que se sustancie por el trámite ordinario, debido a su complejidad y, de manera excepcional.
Asimismo, una persona ajena a la relación sustancial controvertida, interviene en el proceso como parte legítima, en virtud de la Ley y, jurídicamente vinculado a éste por un derecho u obligación de garantía a uno de los integrantes de la principal, buscando la incorporación de bienes al patrimonio del deudor, configurando la acción subrogatoriaxviii.
Ésta acción, puede ser ejercida en todo tipo de procesos, atendiendo a la naturaleza de aquellos y, valorando la pretensión promovida desde el punto de vista de su finalidad. 
De la rebeldía Rebeldía, en sentido estricto, es la situación que se configura respecto de la parte que no comparece en el proceso, dentro del plazo de la citación, o que lo abandona después de haber comparecido. Implica por lo tanto, la “ausencia total” de cualquiera de las partes de un proceso, en el cual les corresponde intervenir, generando efectos dentro de la estructura total del proceso, no así su curso regular, dictándose sentencia con presunción de verdad de los hechos ilícitos afirmados con costas para el rebeldexix.
Para que la rebeldía prospere, debe existir una notificación previa a la parte afectada, la cual debe ser persona cierta o con domicilio conocido y, por el modo establecido por la Ley, aquella no comparece en el plazo señalado o abandona el proceso. El pedido de rebeldía es a instancia de parte 
1.5. Ejercicio de la acción. Acumulación, concurrencia.
El Estado, prohíbe la justicia por mano propia, para ello, establece un método para resolver los conflictos de intereses y, aplicar sanciones, en su caso.
Como consecuencia de ésta prohibición, las diferencias entre las personas, son resueltas por medio de los órganos jurisdiccionales del Estado, iniciándose el debate regulado por la Ley, con la finalidad de resolver los conflictos de intereses.
Tal debate, nace con la acción, la cual, consiste en el derecho que se tiene de pedir alguna cosa en juicio, constituyendo así, el remedio jurídico, por el cual una persona o el Ministerio Público, piden a un Tribunal, la aplicación de la Ley a un caso determinado, exponiendo sus pretensiones y formulando la petición que afirma como correspondiente a su derecho.
La acción es el derecho, facultad o poder jurídico, acordado al individuo para provocar la actividad jurisdiccional del Estado. Para que el Juez actúe aplicando la Ley al caso concreto, es menester que el ciudadano provoque el ejercicio de su actividad como órgano del Estado, es decir, que cualquiera sea la teoría que al respecto se adopte, se hace indispensable llenar una condición para que el Juez pueda pronunciarse y ésta es que el particular solicite su intervención.
La acción tiene como fundamento la pretensión, la cual constituye, el inicio del proceso, no pudiendo el Juez iniciarlo de oficioxx.
Acumulación. Concurrencia Cuando el actor (demandante) reúne en una misma demanda varias pretensiones contra el demandado, se configura la acumulación.
Ésta puede ser objetiva, cuando se pretende una pluralidad de objetos en contra del demandado y, con carácter facultativo por parte del actor, quien podrá formalizar la acumulación hasta antes de la notificación de la demanda, siendo procedente aún cuando su origen es diverso
Será admisible formalmente inclusive en los procesos sumarios, de ejecución y de menor cuantía, toda vez que se cumplan con las condiciones requeridas por la Ley en cuanto a su procedencia. 
También puede ser subjetiva, la cual se produce cuando existe pluralidad de sujetos actúan en un mismo proceso en calidad de actores o demandadosxxi.
1.6. Actos procesales Son los hechos voluntarios que tienen por efecto inmediato la constitución, el desenvolvimiento o la extinción de procesos, sea que procedan de las partes, auxiliares o del órgano judicial o sus auxiliares, o de terceros vinculados a aquel, con motivo de una designación, citación o requerimiento destinados al cumplimiento de una función determinada.
Allen afirma acerca del proceso que éste es el resultado de dos elementos que se complementan y combinan: la relación procesal y el procedimiento. La relación procesal es una relación compleja, se presenta como una serie de disposiciones jurídicas activas y pasivas que se suceden desde el inicio al fin del proceso. 
Son actos procesales por ejemplo: la demanda, el interrogatorio de un testigo, las resoluciones etc. Son hechos procesales, el decurso de un plazo que tiene por consecuencia la preclusión; la muerte de una de las partes.
Los actos del proceso para los cuales la Ley no requiere formas determinadas, pueden cumplirse en el modo más idóneo para que alcancen su finalidadxxii.
Nulidad de los actos procesales.  Es Cuando la ejecución de un acto jurídico no se ha ajustado a las formas o requisitos indispensables para su validez, la Ley los priva de sus efectos normales.
Constituye la sanción a aquellos actos del proceso que adolecen de algún vicio en sus elementos esenciales y, que por ello carecen de aptitud para cumplir el fin al que se hallen destinados.
Las nulidades procesales se producen por carecer el acto de los requisitos formales indispensables o por falta de elementos esenciales que le configuran y hacen imposible que cumpla su objeto o fin.
Para que un acto sea nulo, debe a) Estar viciado en alguno de sus elementos, b) Demostrarse interés jurídico en la validación del acto y, de que la nulidad no es imputable a quien pide su declaración y, c) Falta de convalidación del acto viciado.
La declaración de nulidad, debe ser a instancia de parte, es decir, para que ésta proceda, debe haber una petición formal, en éste sentido, el acto viciado puede además, ser confirmado por la parte afectada, expresa o tácitamentexxiii.
De los expedientes. El proceso civil paraguayo, es tramitado eminentemente en forma escrita, inclusive aquellas diligencias procesales que por su naturaleza, implican oralidad, ordenando armónicamente todo escrito producido tanto por las partes como por los órganos jurisdiccionales del Estado, entendiéndose como expediente el legajo de actuaciones o piezas que registran los actos realizados en un proceso, ordenadas cronológicamente y foliadas en forma de libro y provistas de una carátula destinada a su individualización, pudiendo tener varios tomos de acuerdo a la cantidad de fojas, debiendo tener foliatura seguida. 
Por lo tanto, en el expediente constan todos los escritos de las partes, las resoluciones del Juez, las actuaciones de los auxiliares, terceros y secretarios, conformando un solo cuerpo y, quedan a la guarda del juzgado en la secretaría respectiva, pudiendo ser retirado por las partes, Ministerio Público, peritos o escribanos cuando la ocasión así lo requiera, debiendo ser devueltos a su lugar de origen en el tiempo y forma requeridos por la Leyxxiv.
Acumulación de procesos Cuando dos o más procesos en trámite, son reunidos en un solo expediente, que por tener pretensiones conexas, no pueden ser substanciadas separadamente sin correr el grave riesgo de que se dicten sentencias contradictorias o de cumplimiento imposible, con el objeto de que todos ellos sean terminados por una sola sentencia, verificándose la unión material de éstos.
Como requisito previo para la procedencia de la acumulación de procesos, cuando hubiese sido admisible la acumulación subjetiva de acciones y, en general siempre que la sentencia que haya de dictarse en uno de ellos pudiere producir efectos de cosa juzgada en otro, a) debiendo encontrarse en la misma instancia; b) que el Juez a quien corresponda entender en los procesos acumulados sea competente por razón de la materia y, c) que puedan substanciarse por los mismos trámites. Sin embargo, podrán acumularse dos o más procesos de ejecución sujetos a distintos trámites, cuando su acumulación resultare indispensable en razón de la Ley, donde corresponde al Juez determinar el procedimiento aplicablexxv.
Oficios y exhortos  Genéricamente, toda comunicación escrita, librada por los jueces de la República, entre ellos o para las reparticiones públicas o privadas, cualquiera sea su circunscripción judicial, fuero o categoría, se denomina oficioxxvi. 
Las comunicaciones, solicitudes, cartas rogativas, que un Juez de la República cursa a otro Juez extranjero, requiriendo la colaboración necesaria de su parte para el cumplimiento de una diligencia del proceso o poniendo en su conocimiento determinadas resolucionesxxvii.
Notificaciones, citaciones y emplazamientos.
La notificación, cumple una función sumamente importante dentro del proceso, pues la misma, asegura el principio de la defensa en juicio, consagrado en la Constitución Nacionalxxviii y, el Principio de Bilateralidad.
Pues, la misma constituye el acto mediante el cual se hace saber a las partes o a los terceros intervinientes en un proceso de una resolución judicial u otro acto de procedimiento, emanado de la autoridad jurisdiccional o de alguna de las partes.
Además, las notificaciones ayudan a determinar con exacta precisión el punto de referencia para el inicio del cómputo de los plazos procesales a ser aplicados respecto de los actos notificados, a fin del cumplimiento de aquellos que fueren pertinentes a éstos o impugnarlos, dentro del plazo prescripto.
Las notificaciones pueden ser automáticas, por imperio de la Ley, estableciéndose como regla general, por el sólo hecho de haber tomado intervención en un proceso y sin necesidad de llenar ninguna formalidad, se produce la notificación de las resoluciones judiciales que en el mismo se pronuncien los días martes o jueves inmediatamente subsiguiente a aquel en que fueron dictadas, o el siguiente día hábil, si alguno de ellos fuere feriadoxxix.
También, las notificaciones pueden configurarse en forma tácita, pues ello importa al retiro del expediente, con lo cual, la parte que haya realizado tal acto, debe indefectiblemente darse por notificada de todo cuanto importe al procesoxxx.
Además de las formas de notificación que hemos citado, las mismas pueden ser personales, las cuales se producen voluntariamente por parte del interesado o sus apoderados, siendo un derecho opcional del litigante, éste no puede ser compelido a que se realiza por funcionario, o por cédula, la cual se produce mediante la intervención de los auxiliares judicialesxxxi, designados por la Ley, en el domicilio procesal o real de las partes o de sus representantesxxxii, pudiendo además, notificarse mediante carta certificada del actuario con aviso de retorno, o por despacho telegráfico colacionado, cuando así lo dispusiere el Juez o Tribunal, a solicitud de parte, agregándose copia al expedientexxxiii.
En cuanto a las notificaciones a los representantes de Ministerio Público y funcionarios judiciales, éstos quedan notificados al día siguiente de la recepción del expediente en su despachoxxxiv.
Por la importancia que revisten las notificaciones, por los motivos antes expresados, éstas deben reunir una serie de formalidades en cuanto a su forma y contenido, los cuales están determinados por la Leyxxxv.
En caso de que una persona interviniente en el proceso, no tenga domicilio conocido o ésta sea incierta, se practica la notificación por edictos, la cual, se realiza a través de avisos insertos en diarios con el fin de dar a conocer una resolución judicial procurando la comparecencia de aquellaxxxvi.
Cuando la persona a que se refiere el párrafo anterior fuere el demandado, los edictos se publicarán por quince veces, en caso de que ésta tenga apoderado, se dará intervención a éste, previo informe del Registro de Poderes, si el apoderado estuviere incapacitado se negare a intervenir, debe manifestar, si sabe, el domicilio de su mandantexxxvii. 
Cuando la persona residiere fuera del país, el plazo en que haya de comparecer, atendiendo a la distancia, y a la mayor facilidad de comunicaciones y librará exhorto a la autoridad judicial del domicilio del emplazadoxxxviii.
El emplazamiento consiste en un llamamiento con plazo, realizado por el Juez, para que una persona comparezca en un proceso a manifestar su defensa o a cumplir con lo que se le mandare.
Las notificaciones que se hicieren en contravención a lo dispuesto por la Ley, será nula, sin perjuicio de la responsabilidad del funcionario que la practicó.
Sin embargo, siempre que del expediente resultare que la parte ha tenido conocimiento de la resolución que la motivó, la notificación surtirá sus efectos desde entoncesxxxix.
Plazos procesales  Plazo es la medida de tiempo con que cuentan las partes de un juicio para la realización de un acto o para la producción de sus efectos jurídicos, de ésta manera, los plazos procesales son aquellos establecidos en la Ley, fijados por los jueces o convenidos por las partes para la realización de los actos procesales, dentro de los cuales deben cumplirse las cargas procesales, por el contrario, quien no los cumpliere, padecerá las consecuencias de su incumplimiento. El tiempo crea, modifica, y extingue derechos procesales.
Éstos, a su vez, se clasifican en: a) Legales: Son los establecidos en forma expresa por la Ley, de carácter perentorio e improrrogablexl; b) Judiciales: son los fijados por el Juez o Tribunal, también perentorio e improrrogablexli; c) Convencionales: Constituyen aquellos plazos fijados por las partes, de común acuerdo y, con autorización del judicial; d) Perentorios: son aquellos que vencidos producen la caducidad del pleno derecho, sin necesidad instancia de parte ni resolución del Juez; e) No perentorio: cuando se necesita petición de parte para producir la caducidad del derecho procesal; f) Prorrogables: cuando pueden ser extendidos por resolución judicial, mediante petición de cualquiera de las partes, realizada en forma oportuna; g) Improrrogables: cuando los plazos no pueden ser extendidos una vez vencidos; h) Individual: es el fijado sólo a una de las partes para realizar un determinado acto procesal, computándose independientemente para cada parte a quien afecta; i) Común: cuando dentro del mismo existe la posibilidad de realizar actos procesales se extiende a todas las partes del proceso; j) Ordinario: se halla fijado en la Ley par los casos comunes sin entrar a considerar ninguna circunstancia especial y, k) Extraordinario: se otorga en atención a determinadas circunstancias de acuerdo con los cuales se establece su duración.
Los plazos se computan para cada parte desde su notificación respectiva, y si fueren comunes, desde la última notificación que se practicare, pudiendo ser acordada su abreviación, previo acuerdo de las partes. No se computará el día en que se practique la diligencia, ni los días inhábiles. Si se tratare de un plazo en horas, se contará de momento a momento, debiendo los escritos presentarse a los Jueces y Tribunales, hasta las nueve horas del día hábil siguiente al último día de plazo fijadoxlii.
Suspensión Según se desprende de la misma Ley, las partes pueden convenir en suspender el trámite del proceso, toda vez que ésta no importe un tiempo mayor a seis meses, pudiendo ser utilizada ésta facultad por única vez en cada instancia, debiendo constar por escrito, homologado judicialmente y, con acuerdo del Ministerio Públicoxliii.
Audiencias Por medio de la audiencia, el juzgador se pone en contacto directo con las partes, en virtud y, de acuerdo al principio de inmediación, pues es el que debe oír cabalmente a quienes toman parte en un juicio es él, tratando de ésta manera fallos conformes a derecho, considerando la impresión directa y, de primera mano que proporcionan las partes.
Ésta consiste en el acto mediante el cual el Juez o Tribunal escucha las declaraciones de las partes, testigos, peritos, etc., en el proceso. En caso de impedimento del Juez, se fijará una nueva, de no ser posible la nueva, el Juez que le sigue al imposibilitado en el orden de turno, llevará a cabo la diligencia ordenadaxliv.
Resoluciones judiciales El acto procesal emanado de los órganos jurisdiccionales del Estado, es la resolución judicial, la cual decide la causa sometida a su conocimiento, dando fin a la etapa procesal en virtud del principio de preclusión o al juicio mismo.
Éstas deben ajustarse a las formalidades prescriptas por la Ley, ya sea mediante a) Providencias, mediante la cual el Juez, provee, suministra o concede, una petición, autos interlocutorios o sentencias definitivas, sin necesidad de sustanciación del juicio; a petición de parte o de oficio, debiendo para esto, lograr el impulso procesal necesario para que el proceso continúe su marcha, dictándose dentro de los tres días de presentada la petición de parte, de inmediato en las audiencias o aquellas que revistan carácter urgente, con efecto preclusivo. b) Autos interlocutorios, resolviendo incidentes que surgen durante la consecución del proceso, en aquellas cuestiones que requieren sustanciación y previo pronunciamiento definiendo controversias acerca del trámite del proceso de acuerdo al principio de congruencia, dictándose dentro de los diez días en caso de Jueces y quince en caso de Tribunales; además de contener pronunciamiento sobre costas, ya que la pérdida de dos incidentes con costas en el mismo juicio, es causal de mala fe y ejercicio abusivo de los derechos. c) Sentencias definitivas, las cuales deciden sobre el mérito de la causa poniendo fin al proceso, versando sobre el fondo de la cuestión, es decir que declarara el derecho de los litigantes, pudiendo ser: declarativas: las cuales reconocen un derecho expresando en forma precisa su existencia, constitutivas: en las cuales el pronunciamiento del órgano jurisdiccional, crea un nuevo estado jurídico, extinguiendo el preexistente, sentencia condenatorias: donde se impone la realización de una prestación a cargo de la perdidosa, sentencias determinativas: por cuya virtud se integra la relación jurídica, sentencias cautelares: Son las que pronuncian una medida de seguridad, tendiente a garantizar la consecución del juicioxlv. 
Nos hemos referido en líneas precedentes, a las sentencias de primera instancia, ahora, haremos lo propio con aquellas emanadas de la segunda y tercera instancia. 
Éstas presentan algunas variante estructural con relación a las primeras, debido al carácter colegiado que revisten, debiendo contener necesariamente la opinión fundada de cada uno de los integrantes del Tribunal o su adhesión a la opinión de otro juzgador, llevado a cabo mediante votación de cada uno de los miembros de tales órganosxlvi.
Terminación de los procesos. Modos legislados. Otros modos Los procesos pueden terminar de diferentes maneras, a saber, aquellos que finalizan de la manera prescripta por la Ley y, aquellos que conducen al mismo resultado, pero, sus efectos pueden ser distintos al modo de terminación ordinario, el cual es la sentencia. Tales modos son la conciliación, la transacción, el desistimiento que tiene en algunos casos el mismo efecto de los anteriores y, la caducidad de instancia, entre otros modos, los cuales se analizarán más adelante con detenimiento.
Tal como se había adelantado, uno de los modos de terminar con los procesos, sin llegar a la sentencia, es la conciliación, la cual, es uno de los presupuestos procesales en cuya virtud, las partes llegan a un acuerdo o avenencia durante el trámite del proceso, dando fin al conflicto que lo inicióxlvii.
Otro de los modos de terminar con los procesos es la transacción, mediante la cual las partes ponen fin al litigio de conformidad a concesiones recíprocas, éste también se encuentra legislado en cuerpos legalesxlviii 
Además, cuando cualquiera de las partes se mantiene inactiva durante el plazo señalado por la Ley, presunción de abandono de instancia mediante y, en la necesidad de evitar la dilación de los juicios, se configuran los presupuestos de la caducidad de instanciaxlix.
La misma se produce de pleno derecho, una vez transcurridos los plazos señalados por la Ley, computado desde la fecha de la última petición de las partes o resolución del Tribuna o Juez, pasados los seis meses, corriendo de igual manera los días inhábiles.
En cuanto a los modos no legislados, la doctrina admite como forma de terminación de los procesos, la denominada sustracción de materia, la cual se configura en el caso de que la materia justiciable, desaparece por razones ajenas a la voluntad de las partes
1.7. Incidentes. Costas Toda cuestión accesoria al juicio, que se suscite durante el trámite del proceso y que tiene relevancia por su conexidad con el principal, se denomina incidente, el cual es resuelto antes de dirimir la cuestión principal, auto interlocutorio mediante.
Los incidentes pueden ser de diferentes clases, siguiendo la clasificación doctrinaria, pueden ser: a) autónomos o nominados, los cuales se encuentran regulados legislativamente de acuerdo a su naturaleza, sustanciándose mediante reglas propias, b) Genéricos o Innominados: Son sustanciados por medio de un trámite común, con prescindencia de la materia que constituye su objetol. 
Costas. Todo gasto en que incurran las partes durante la sustanciación del proceso se denomina costa, siguiendo el principio general, consagrado en la legislación que rige en la materia, la parte vencida es quien carga con tal erogación, constituyendo éste hecho el principio y el fundamento de las costas, con el objeto del resarcimiento de los gastos en los que haya incurrido.
En el caso de que el resultado del pleito o incidente fuere sendo favorable a las partes, las costas se distribuyen por medio del Juez, en proporción al éxito obtenido por cada uno de ellos; aún más, en el caso de que no hubiere vencedor ni vencido en el proceso, las costas se imponen por su orden, es decir, que cada litigante asume los gastos y honorarios en los que incurrió. 
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2.1. Demanda 
Constituye el acto procesal de iniciación del juicio, mediante la cual se ejercita la acción y, se deduce la pretensión, en otro sentido, constituye toda petición formulada por cualquiera de las partes al Juez.
Para que proceda la demanda, es necesario que concurran tres presupuestos: a) posibilidad jurídica, la cual consiste en que la pretensión esté regulada por el derecho objetivo, b) Interés, esto es el motivo, la razón que tiene la parte para ejercer la acción y, c) legitimación, la cual consiste en la condición jurídica en que se halla una persona con relación a un concreto derecho que invoca en el proceso, en razón de la circunstancia en que justifique su pretensión.
Requisitos En general, los requisitos para la presentación de la pretensión por medio de la demanda corresponden a todo acto procesal escrito, es decir que éstas deben a) estar redactadas en términos claros y precisos, b) ser redactadas en idioma castellano, de conformidad al art. 105 del C.P.C.li, c) presentarse mecanografiadas o manuscritas en tinta obscura e indeleblelii, d) estar acompañadas por las pruebas documentales de rigor, en caso de no presentarse todas, deberá individualizarse cada uno de ellos, indicando su contenido y el lugar en donde se encuentran, e) estar firmadas por profesional matriculado, f) estar adjuntas copias para traslado para la parte demandada, g) contener el pago de tasas judiciales.
Además de lo ya citado, el escrito de demanda deberá indefectiblemente contener lo prescripto por el Código de Procedimientos Civiles, requisitos indispensables para que ésta pueda ser presentada ante los órganos jurisdiccionales del Estadoliii
2.2. Documentos que deben acompañar a la demanda. Tramites. Con el escrito inicial de la demanda se debe acompañar toda prueba documental que se tuviere y, como ya se dijo acerca de aquellos que no obran en poder del actor, deben ser señalados los lugares donde se encuentran.

DEMANDA.
2.1. DEMANDA:       Según Couture, la demanda es el acto procesal inductivo de instancia por virtud del cual el actor somete su pretensión al juez, con las formas requeridas por la ley, pidiendo una sentencia favorable a su interés. Dicho de otro modo, la demanda es el escrito que inicia el juicio y tiene como objeto determinar las pretensiones del actor mediante el relato de los hechos que dan lugar a la acción, con mención del derecho que la fundamenta y con una petición clara del objeto que se reclama. 

REQUISITOS:     Según Alvarado Velloso, los requisitos intrínsecos son los que regulan el contenido de la demanda, los cuales están enunciados en el C.P.C. en el artículo 215.

Los requisitos extrínsecos son comunes a toda presentación ante la autoridad (juez) o propios de la demanda:

Por escrito, con términos claros, en idioma castellano, mecanografiada o manuscrita, con firma y copias.

Los requisitos intrínsecos, según Casco Pagano, 

Son la determinación de la cosa demandada, exposición de los hechos, fundamento jurídico, petición (la principal y la accesoria), determinación de monto (salvo que al actor le fuera imposible determinar ya con la introducción de la demanda). 

Y por último los requisitos fiscales,

Que es el pago de tasas judiciales, de cumplimiento necesario como condición de admisibilidad (están exentos de ésta, los juicios en que litigan sin gasto, y las demandas del Estado).

Rechazo de oficio del escrito de Demanda

Los jueces podrán rechazar de oficio los escritos de demanda que no se ajustaren a las reglas establecidas, expresando el defecto que contengan. Si no resultare claramente de ellos que son de su competencia, mandara que el actor exprese lo necesario a este respecto.

Modificación de la demanda

Antes de ser notificada la demanda, el actor podrá modificar el escrito inicial, y ampliar o restringir sus pretensiones.

2.2. DOCUMENTOS QUE DEBEN ACOMPAÑAR LA DEMANDA.
TRAMITE: art. 219 C. P. C.

El actor al promover la demanda debe acompañar la prueba documental que tuviere en su poder. Esta misma carga procesal la tiene el demandado. Se fundamenta en el principio de moralidad y buena fe.

La prueba documental que deberá acompañarse va más allá de los instrumentos públicos o privados del C.C., se extiende a todo objeto en el que los hechos se encuentren registrados, testimoniados, pudiendo ser de distintas clases y tipos (fotografías, recibos, informe de entidades públicas o privadas etc.).

Los documentos que acompañan a la demanda forman parte del proceso y deben fundar el derecho del actor, no a los que sirven para probar determinados hechos, los que pueden ser probados presentados en el estadio oportuno, si son desconocidos por el demandado.

Agregación de la prueba documental Art. 219 C.P.P

El Actor deberá acompañar con la demanda la prueba documental que tuviere en su poder o a su disposición. Si no la tuviere, la individualizara indicando su contenido, el lugar, archivo, oficina pública o persona en cuyo poder se encuentre.

Hechos no considerados en la demanda Art. 220.

Cuando en la contestación de la demanda se alegaren hechos no considerados en esta, el actor podrá agregar dentro de los cinco días de notificada la providencia respectiva, la prueba documental referente a tales hechos, sin otra substanciación.

Documentos posteriores o desconocidos Art.221

Después de contestada la demanda, no se admitirán al actor, sino documentos de fecha posterior, o anteriores bajo juramento de no haber tenido antes conocimiento de los mismos. En tales casos se dará vista a la otra parte, quien deberá cumplir las cargas impuestas en la ley. Art. 235.CPP

EXCEPCIONES. (Planteamientos).
La excepción, en sentido general, es toda defensa procesal que el demandado opone a la pretensión del actor, negando los hechos en que se funda la demanda, desconociendo el derecho que de ellos derive, o limitándose a impugnar la regularización del proceso.

Siendo así, la excepción es el poder jurídico que tiene el demandado para oponerse a la acción promovida por el actor contra él. La excepción es la acción del demandado "reus in exceptione actor est" (ULPIANO).

En sentido estricto, la excepción es la defensa dilatoria, perentoria o mixta mediante la cual el demandado denuncia la falta de un presupuesto procesal o pide el rechazo de la pretensión o la extinción de la acción.

Las excepciones son medios de defensa que utiliza el demandado para oponerse al progreso de una demanda.

Toda demanda dice COUTURE, es la forma de ataque; la excepción es la defensa contra ese ataque por parte del demandado. Si la acción es el sustituto civilizado de la venganza, la excepción es el sustituto civilizado de la defensa.

Las excepciones pueden ser: a) Excepciones Dilatorias; b) Excepciones Perentorias; y c) Excepciones Mixtas.-

Las Perentorias, que se oponen a la pretensión del actor, son defensas sobre el derecho, se oponen como previas o al contestar la demanda (falta de acción manifiesta, pago, conciliación, desistimiento de la acción y prescripción, y las defensas temporarias consagradas en las leyes, como es el periodo de llanto y luto); y 

Las Mixtas, que se oponen como previas y se deciden como tales, buscan el reconocimiento de una situación jurídica que hace innecesario entrar a analizar el fondo (cosa juzgada, transacción).

• FALTA DE PERSONERIA:

La falta de Personería o Personalidad constituye un presupuesto de validez del proceso (legitimatio ad processum).

Se produce por dos motivos: 

• a) La ausencia de capacidad civil de la parte para estar en juicio (falta de personalidad). Si las partes carecen de capacidad procesal no habrá relación procesal válida y la sentencia que se dicte carecerá de eficacia. Así, cuando cualquiera de las partes carezcan de la aptitud necesaria para actuar en el proceso personalmente (MENOR DE EDAD, INSANO, FALLIDO, ETC).

• b) La falta, defecto o insuficiencia de la representación legal o convencional (falta de personería). Los representantes, sean necesarios o convencionales, deben acompañar con el primer escrito los documentos que acrediten el carácter que invisten, salvo que se indique donde se encuentran individualizándolos suficientemente.

CASO PRACTICO: En la excepción de falta de personería el excepcionante plantea la misma en virtud a que le excepcionado carece de personería procesal para estar en juicio, en razón al defecto del poder presentado ante el Juzgado, en razón que el poder presentado solo faculta a representar al demandante de manera especifica y excluyente en casos de carácter penal y para la defensa del mismo, no así en casos civiles, pero lo que el mismo no le habilita a ejercer su representación en la instancia civil.

• FALTA DE ACCION:

La calidad para obrar (legitimatio ad causam) es la condición jurídica en que se halla una persona con relación al concreto derecho que invoca en el proceso, en razón de su titularidad u otra circunstancia que justifica su pretensión La falta de dicha calidad denuncia mediante la excepción de falta de acción (SINE ACTIONE AGIT).

Si la falta de acción es manifiesta, indudable y patente, así se declarará; y firme que fuese la resolución, la litis habrá concluido definitivamente, sin llegarse a la etapa de contestación de la demanda.

Por el contrario si resulta manifiesto que se tiene acción, se rechazará la excepción y no se podrá volver a deducirla en la contestación de la demanda, porque a su respecto existirá cosa juzgada.

CASO PRACTICO: en la excepción de falta de acción el excepcionante plantea la misma en virtud a que el accionante carece de legitimación activa para reclamar en juicio, en virtud a que no es propietario del bien siniestrado, en razón de que la vivienda sobre la cual recaen los hechos es de propiedad del hermano del Accionante Juan Esteche y no de quien viene a plantear la acción de indemnización, esto es Luis Esteche, máxime cuando todos los gastos los realizo Juan Esteche, no siendo legitimación suficiente el hecho de vivir el accionante en la casa siniestrada.

• DEFECTO LEGAL:

Se configura la excepción de defecto legal (obscuro libelo) cuando el escrito en que se promueve la demanda adolece de obscuridad, omisión o imperfección, por no ajustarse a las formas establecidas en la Ley.

El demandado tiene el derecho de conocer con exactitud quién lo demanda, qué se le demanda y porqué se lo demanda. De no ser así, se vería imposibilitado de ejercer debidamente su defensa porque no podría reconocer o negar los hechos y el derecho invocados por el actor en su demanda.

Da acuerdo con la jurisprudencia procede la excepción de defecto legal cuando: en el escrito de demanda no aparecen debidamente individualizados los nombres del actor o demandado, se demanda a dos personas distintas utilizando el y/o, no se denuncia el domicilio real del actor, no se indica la cosa reclamada o no se precisa o estima el monto reclamado.

CASO PRACTICO: en la excepción de defecto legal, el excepcionante plantea la misma en virtud a que el accionante ha omitido en le presente juicio de usucapión determinar de manera precisa el inmueble sobre el cual recaer la prescripción adquisitiva, cuando el objeto principal del juicio consiste en adquirir la propiedad inmobiliaria por el paso del tiempo, no puede pretenderse que la misma verse sobre una propiedad raíz que no haya sido debida, precisa y suficientemente individualizada. No reúne el requisito exigido el establecer que la propiedad "20 hectáreas, ubicada en la zona denominada Naranjal, lindante con el arroyo Ytumi", por tanto hasta que no se subsane este defecto legal la demanda no puede prosperar.

• PRESCRIPCION:

La prescripción liberatoria es el modo de extinguirse los derechos y obligaciones, derivado del no uso o ejercicio de los mismos durante el plazo señalado en la ley. Así lo establece el Código Civil, que dice: "Todo aquel que estuviere obligado al cumplimiento de un hecho o a abstenerse de él, podrá eximirse de su obligación fundado en el transcurso del tiempo, conforme con las disposiciones del éste Código. No estarán sometidos a prescripción extintiva los derechos derivados de las relaciones de familia" (artículo 633 C.C.).

La excepción de prescripción puede referirse a una cuestión de puro derecho, Vg. cuando se controvierte exclusivamente sobre el cómputo del plazo para que se opere la prescripción, en cuyo caso se opondrá como "previa". También puede relacionarse con los hechos y debe abrirse a prueba cuando, por ejemplo se cuestiona la existencia y efectos de un acto interruptivo de la prescripción, en cuyo caso se opondrá al contestar la demanda.



CASO PRACTICO: en la excepción de prescripción, el excepcionante plantea la misma en virtud a que le accionante ha planteado la demanda dos años y tres mese después de haber ocurrido los hechos que dieron pie a la presente demanda de daños y perjuicios en accidente de transito, así aparece del parte policial que dice que los hecho ocurrieron el 1 de enero del 2005 y se plantea la demanda el 1 de enero de 2007, sosteniéndose que la prescripción establecida en el Código Civil es claramente presente es esta caso, por tanto, procede el archivamiento de la demanda y la imposición de costas al accionante.



• TRANSACCION:

La excepción de transacción puede referirse de esta forma cuando el demandado se opone al progreso de la demanda por haber con anterioridad transigido con el accionante sobre el objeto de la demanda.

Constituye otro modo de terminación de los procesos, cuya eficacia equivale a la cosa juzgada. Siendo así será procedente cuando concurra en ello las tres identidades de la acción: sujeto, objeto y causa, en el proceso concluido y en el proceso actual. podrán oponerse como previa, cuando pudiere resolverse como de puro derecho, en caso contrario, es decir, si existen hechos que probar se opondrán al contestar la demanda.



CASO PRACTICO: en la excepción de transacción, el excepcionante plantea la misma en virtud a que tanto el accionante como el demandante, han firmado con posterioridad a la presentación de la demanda, un acuerdo de transacción por el cual las partes aceptaban y renunciaban recíprocamente a sus derechos y obligaciones dudosas y exigidas en el presente juicio, conforme consta en el contrato firmado por ante la escribanía Estigarribia, que se arrima con el escrito de excepción quedando claramente establecido que no quedaba cuestión alguna pendiente de dirimir, solicitando que el acuerdo bilateral sea documentación suficiente para el finiquito del presente juicio.

• COSA JUZGADA:

La cosa juzgada es una cualidad de la sentencia firme por la cual es inmutable e inimpugnable en cuanto a las cuestiones que decide.

Para que la excepción sea procedente es necesario que la pretensión (acción) actual y la pretensión (acción juzgada sean idénticas por concurrir las tres identidades: sujeto, objeto y causa).

CASO PRÁCTICO: en la excepción de cosa juzgada el excepcionante plantea la misma en virtud a que el accionante ya ha perdido el litigio bajo otra caratula en el juzgado del 1er. Turno en lo Civil y Comercial. Secretaria 08, en los autos caratulados "María Paz Pérez C/ Luis Acha S/ Cobro de Guaraníes", quedando establecido en el citado expediente que NO se debía bajo ningún concepto suma alguna a la demandante, siendo que los documentos arrimados al citado expediente han sido debidamente cancelados, conforme lo expone el A.I. Nº 879 de fecha 4 de julio de 2007, expidiéndose sobre la excepción de pago documentado. No corresponde que prospere este juicio por enriquecimiento sin causa planteado por la actora, siendo que no existe documentación que sirva de "ligamen" a la misma con la demandada, conforme fuera establecido por la resolución citada, siendo ya esto "Cosa Juzgada" 

• ARRAIGO:

Consiste en la radicación. En el Derecho Procesal significa propiedad de bienes raíces, seguridad o cautela que debe prestar el actor que no tiene domicilio ni bienes registrados, casa de comercio o establecimiento industrial de valor suficiente en la República, para cubrir el pago de las costas a que pueda ser eventualmente condenado en el proceso.

CASO PRACTICO: el excepcionante sostiene que procede la excepción de arraigo contra el demandante, quien a mas de ser de nacionalidad holandesa, no reside en la país ni cuenta con bienes suficientes para responder por las responsabilidades inherentes al ejercicio de la acción judicial. Como prueba arrimada al juzgado una actuación del demandante donde consta su dirección en la cuidad fronteriza de Foz de Iguazú, Brasil, así como el informe del registro general de la propiedad donde consta que no existe bienes registrados a nombre del demandante. Sostiene asimismo que es insuficiente una caución juratoria cuando los bienes embargados en el presente juicio superan ampliamente los 500 millones de guaraníes, siendo ya de pro si el gravamen sobreviniente extremo. Solicita que se curso favorable a la excepción de arraigo o en su caso que deposite caución suficiente para hacerse responsable de las consecuencias derivadas del pedido de la media cautelar y del juicio iniciado.

CONTESTACION Y RECONVENCION: (planteamientos)

• SUSPENSION DEL TÉRMINO PARA CONTESTAR LA DEMANDA.

Se da la suspensión del término para contestar la demanda en dos casos: 

• a. Cuando con la notificación de la demanda no se acompañan las copias de los documentos presentados (copias para traslado),

• b. Cuando se plantean excepciones, fundado en el artículo 23 del C.P.C.

No debe confundirse interrupción con suspensión, esta última se produce cuando el plazo queda detenido por un cierto tiempo y luego vuelve a proseguir, en ella no se computa el lapso transcurrido durante el detenimiento del plazo, pero si el anterior, el cual se suma al posterior para obtener el total del plazo.

El Art. 234 de la ley procesal establece que el plazo para contestar la demanda es de dieciocho días a su vez otro artículo de la citada ley establece que plazos legales y judiciales son perentorios e improrrogables por las partes.

Sin embargo encontramos dos casos en los cuales se suspenden los plazos para contestar la demanda, el primero, lo dispuesto en el Art. 152 del CPC en lo que respecta a la suspensión acordada por las partes de común acuerdo y el segundo, cuando antes de contestar la demanda se oponen excepciones. El citado Art. manifiesta que las partes pueden convenir de la suspensión de los trámites del proceso durante un tiempo no superior a seis meses, esta facultad no podrán usar más que una vez en cada instancia. 

El acuerdo debe constar por escrito, contener la conformidad de los mandantes y del Ministerio Público en su caso debiendo ser homologado judicialmente.

• CONTESTACION DE LA DEMANDA. REQUISITOS.

La contestación de la demanda es la respuesta que da el demandado a la pretensión del actor contenida en la demanda. 

La contestación significa para el demandado la falta de pedir la protección jurídica del Estado y el ejercicio de una acción. La contestación es la forma civilizada que asume la defensa. Con la contestación se integra la relación procesal, se fijan loa hechos sobre los que versará la prueba y se establecen los límites de la sentencia.

REQUISITOS:

La forma y demás requisitos para la contestación son las mismas prescriptas para la demanda, artículo 215 C.P.C. - por escrito 

• - en castellano - mecanografiado o manuscrita 

• - firma 

• - copias 

• - determinando los nombres y domicilios (actor y demandado)

• - determinación de la cosa demandada 

• - exposición de los hechos 

• - fundamento jurídico 

• - petición 

• - determinación del monto

• - agregación de toda la prueba documental que tuviere en su poder. De esto se corre traslado a la parte actora, art. 236 C.P.C. 

EL DEMANDADO ANTE LA NOTIFICACION DE UNA DEMANDA PUEDE:

• 1. COMPARECER: a estar a derecho y optar por:

Oponer excepciones: 

• previas

• defensas generales:

• excepciones destinadas a producir la extinción de la acción o el rechazo de la pretensión, que no hayan sidos admitidas y juzgadas como previas.

• excepciones o defensas que no tenga el carácter de previas.

2. CONTESTAR LA DEMANDA: en cuyo caso podrá:

• A. reconocer los hechos y negar el derecho.

• B. negar los hechos y el derecho.

• C. admitir las pretensiones del actor.

• D. reconvenir.

3. NO CONTESTAR LA DEMANDA:

En este supuesto caduca el derecho de hacerlo después, autorizando a interpretar su silencio, como un reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes ilícitos.

4. NO COMPARECER:

 en esta hipótesis habrá que tener en cuenta la clase de notificación que se practico:

Notificación Por Cedula O Personal: que autoriza el proceso en rebeldía. 

Notificación por edicto: se le designa defensor a la persona del representante del ministerio pública.

El demandado deberá contestar la demanda dentro del plazo de 18 días. la norma consagra el principio la defensa en juicio, en forma amplia "opondrá el demandado todas las excepciones o defensas". 

La contestación de la demanda, además de lo dicho, cumple con el objetivo de determinar la prueba, especificar la prueba de ella, centrar los términos de la litis y facilitar la decisión de la causa. si el demandado presentare documento se dará traslado al actor, quien deberá responder dentro de 6 días.

MODELO PRÁCTICO (Contestación de la Demanda)
• RECONVENCION.

La reconvención o demanda reconvencional es la pretensión que el demandado deduce al contestar la demanda, por la cual se constituye en demandante del actor, a fin de que se decidan las dos pretensiones en una sola sentencia.

La reconvención constituye una pretensión autónoma promovida por el demandado que tiene por objeto obtener una sentencia favorable, que puede no implicar, necesariamente, el rechazo de la pretensión del actor esgrimida en la demanda.

En el escrito de contestación de la demanda, deberá el accionado deducir reconvención, en la forma prescripta para la demanda, si se creyere con derecho a proponerla. No haciéndolo entonces, no podrá deducirla después, salvo su derecho de hacer valer sus pretensiones en otro juicio (Artículo 237 del Código Procesal Civil).-

MODELO PRÁCTICO (Reconvención)
PRUEBAS. (Planteamientos)

Manuel Ossorio define la prueba como el "conjunto de actuaciones que dentro de un juicio, cualquiera que sea su índole, se encaminan a demostrar la verdad o la falsedad de los hechos aducidos por cada una de las partes, en defensa de sus respectivas pretensiones litigiosas."

Otros autores, citados por Casco Pagano, como Carnelutti la definen como la demostración de la verdad de un hecho realizada por los medios legales. O como dice Couture, dícese de todo aquello que sirve para averiguar un hecho, yendo de lo conocido hacia lo desconocido; es la forma de verificación de la exactitud o error de una proposición. 

Alsina se ocupa del tema estableciendo que es la verificación judicial, por los modos que la ley establece, de la verdad de un hecho controvertido del cual depende el derecho que se pretende.

La prueba tiene como objeto demostrar los hechos que las partes alegan como fundamento de sus pretensiones. Los hechos sobre los que debe versar la prueba en el proceso son los controvertidos y conducentes. Así la prueba tiene por objeto la demostración la existencia o inexistencia de los hechos con el fin de formar la convicción del juez.

El Derecho Procesal contemporáneo admite sin mayores variaciones en las diversas legislaciones los mismos medios de prueba. Así se tiene que, según Pedro Sánchez Rivera, en España "los que se pueden usar en juicio son: interrogatorio de las partes; documentos públicos; documentos privados; dictamen de peritos; reconocimiento judicial e interrogatorio de testigos. También se admitirán los medios de reproducción de la palabra, el sonido y la imagen, así como los instrumentos que permiten archivar y conocer o reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas a cabo con fines contables o de otra clase, relevantes para el proceso. Finalmente se autoriza usar cualquier otro medio con el que pudiera obtenerse certeza sobre hechos relevantes, adoptando el tribunal, a instancia de parte, las medidas que en cada caso resulten necesarias. Como puede verse, son los mismos medios de prueba que admite el Código Procesal Civil desde el art. 276 al 378.

En cuando a la prueba del derecho, el juez tiene la obligación de conocer el derecho, el cual, normalmente, no se prueba sino que se interpreta. La ley extranjera puede ser aplicada cuando las partes lo soliciten, en cuyo caso el juez podrá aplicarla de oficio y siempre que no se oponga a las instituciones políticas, las leyes de orden público, la moral y las buenas costumbres, sin perjuicio de que la partes prueben su existencia y contenido.
• APERTURA DE LA CAUSA A PRUEBA. CASOS DE PURO DERECHO.

El Juez recibirá la causa a prueba, aunque las partes no la pidan, siempre que se hubieren alegado hechos conducentes acerca de los cuales aquellos no estuvieren conformes (Artículo 243 del Código Procesal Civil).-

CASOS DE PURO DERECHO. 

La cuestión controvertida en el juicio se declara de puro derecho cuando el demandado reconoce el o los hechos afirmados por el actor, pero niega o desconoce que exista una norma jurídica que lo tutele o que tenga el alcance que se le atribuye.

Se produce cuando existe acuerdo en relación a los hechos o se manifiesta que no existe prueba que diligenciar, pero se controvierte el derecho atribuyéndose a las normas aplicables una consecuencia jurídica distinta.

La declaración de una cuestión como de puro derecho esta fundada, más que en la inexistencia de hechos controvertidos, en la circunstancia de que la causa no necesita ser abierta a prueba para ser debidamente resuelta.

La declaración de puro derecho tiene carácter excepcional, por ello en caso de duda debe estarse por la apertura de la causa a prueba.

Legislación aplicable, Art. 241 del C.P.C.

• OFRECIMIENTO DE LAS PRUEBAS. Pruebas anticipadas.

Las pruebas son los medios que se tienen para demostrar hechos contradictorios, y conforme al Código Procesal Civil, las INSTRUMENTALES se ofrecen y acompañan al presentar la demanda o al contestarla, o en todo caso se hace una mención específica del lugar en que se encuentren, sea una institución pública o privada, y las demás en el periodo de apertura a prueba. (Artículos 270 y siguientes del Código Procesal Civil).-

Modelo Practico de Ofrecimiento de Pruebas Anticipadas
• PRUEBA CONFESORIA. Pliego de posiciones.
Modelo de solicitud de Absolucion de Posiciones
PLIEGO DE POSICIONES. 

La absolución de posiciones es le medio por el cual a pedido de parte o de oficio se trata de obtener la confesión de una parte en el proceso de acuerdo con la reglas legales. (Art. 284 Y 289 C.P.C)

Se denomina PLIEGO DE POSICIONES al escrito en el cual se consigna las posiciones que una pone a la otra en juicio. El conjunto de aserciones que el ponente presenta para que sean respondidas por el absolvente.

Las posiciones son cada una de las proposiciones afirmativas que formula la parte que propone la prueba de absolución (ponente) a fin de obtener de la contraria (absolvente) una respuesta afirmativa o negativa sobre las mismas.

Las posiciones serán claras y concretas, no versarán más que sobre un hecho; serán redactadas en forma que permita una contestación afirmativa o negativa y deberán referirse a puntos controvertidos relativos a la actuación del absolvente, o a hechos que el confesante tiene la obligación de conocer (Artículo 286 del código Procesal Civil).-

• PRUEBA TESTIMONIAL. TACHA PARA TESTIGOS. CUESTIONARIO. AUDIENCIA. PREGUNTAS Y REPREGUNTAS.

PRUEBA TESTIMONIAL.

Modelo de Ofrecer Prueba Testimonial
TACHAS DE TESTIGOS. 

Las partes de un juicio tienen el derecho de señalar al Juez la tacha que tiene contra el testimonio de un testigo de la otra parte, alegando sus motivos, el Juez, en el momento de dictar sentencia valorará las tachas que hayan sido presentados sobre determinados testimonios. 

La norma establece un requisito de admisibilidad al disponer que no puedan ser "ofrecidos" como testigos las personas que la misma señala, es decir, los consanguíneos o afines en línea recta de las partes y el cónyuge aunque estuviere separado legalmente (Ver artículo 315 y 342 del Código Procesal Civil).-

CUESTIONARIO.

Es el conjunto de preguntas que la parte formula al testigo por intermedio del Juez. La parte tiene las siguientes opciones: a) Acompañar al interrogatorio con el escrito de ofrecimiento; b) Incluir el interrogatorio en el escrito de ofrecimiento; y c) Reservar el cuestionario hasta el momento de la audiencia, salvo que sean testigos que desean declarar fuera de la jurisdicción del Juzgado.

El cuestionario deberá contener preguntas sobre datos personales, generales de la ley, conocimiento o no de un hecho que se investiga, como tuvo conocimiento, por la razón de sus dichos, ratificación y firma.

AUDIENCIAS. ART 319 C.P.C.

La audiencia es el acto mediante el cual el Juez o Tribunal escucha las declaraciones de las partes, testigos, peritos, etc., en el proceso. El vocablo audiencia proviene del latín "audio" que significa oír, escuchar. Las audiencias, salvo disposición expresa en contrario, se llevarán a cabo, con la asistencia del juez y tratándose de un Tribunal con la del Presidente o el Miembro designado por él. Serán públicas, a menos que los Jueces o Tribunales, atendiendo a las circunstancias del caso, dispusieren lo contrario. Serán señaladas con anticipación no menor de 3 días, salvo razones especiales, que exigieren mayor brevedad.

PREGUNTAS Y REPREGUNTAS. ART 329 C.P.C.

PREGUNTAS: son aquellas que se encuentran en el pliego.-

REPREGUNTAS: son las que se formulan durante la audiencia sin haber sido incluido dentro del pliego, pero que se refieran al hecho y que el Juez formula o permite formular.

Los testigos podrán ser ampliamente preguntados por las partes. El que lo ofreció como testigo y su contraparte podrán preguntar al testigo sobre cualquier hecho controvertido en el juicio. Esta facultad le corresponde también al juez.

El concepto comprende las repreguntas que era la denominación que se atribuía a las preguntas que formulaba la parte que no propuesto la prueba para diferenciarlas de las que podía hacer la que había propuesto.
• MODELO DE SOLICITUD DE PRUEBA PERICIAL.
• REPRODUCCION Y EXAMENES.

El Juez podrá disponer, a pedido de parte o de oficio, ejecución de planos, calcos, relevamientos, reproducciones fotográficas, cinematográficas u otras, de objetos, documentos, lugares o sonidos. Podrá igualmente ordenar la reconstrucción de hechos y los exámenes científicos necesarios para su mejor esclarecimiento (Artículo 364 del Código Procesal Civil).-

Las pruebas mencionadas en la norma se realiza durante el proceso, consecuentemente se hallan sometidas al régimen general de las pruebas y al control y fiscalización de las partes. 

 RECONOCIMIENTO JUDICIAL.

Consisten en la comprobación personal por el juez, de la existencia y caracteres de una cosa o hecho en forma directa.

El reconocimiento judicial es un medio de prueba cuya realización es potestativa del juez, que podrá decretar de oficio o a pedido de parte.

El Juez podrá ordenar, a petición de parte o de oficio, el reconocimiento de lugares o cosas. Al decretar la medida determinará su objeto, así como el lugar, fecha y hora en que se realizará (Artículo 367 del Código Procesal Civil).-
• MODELO DE SOLICITUD DE PRUEBA DE INFORMES.
• EVALUACION DE LAS PRUEBAS:

Salvo disposición legal en contrario, los jueces formarán su convicción de conformidad con las reglas de la sana crítica. Deberán examinar y valorar en la sentencia todas las pruebas producidas, que sean esenciales y decisivas para el fallo de la causa. No están obligados a hacerlo respecto de aquellos que no lo fueren.

La SANA CRITICA: La valoración de la prueba en este sistema excluye la discrecionalidad judicial irrestricta. En su apreciación el juez debe fundarse en los principios de la lógica y de la experiencia, es decir, en los principios extraídos de la observación del normal comportamiento humano confirmado por la realidad.

El sistema de la SANA CRITICA es el seguido como regla general –salvo disposición en contrario- , dice la norma (Código Procesal Civil). ART. 269 C.P.C.

6. CONCLUSION DE LA CAUSA PARA DEFINITIVA.

• SUSPENSION DEL TÉRMINO PARA ALEGAR.

Podrán las partes pedir la suspensión del plazo para alegar, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 267. Del pedido de suspensión se dará traslado a la contraria por el plazo de tres días.

El artículo 267 SUSPENSION DEL PLAZO: La parte que hubiese mostrado diligencia en el ofrecimiento y producción de sus pruebas, podrá solicitar dentro del tercer día de notificada la providencia que declaró cerrado el período de prueba, la suspensión de la etapa procesal siguiente, por un máximo de veinte días en el proceso ordinario y de diez días en los procesos especiales e incidentes, a fin de producir las pruebas pendientes.

El plazo para presentar alegatos es individual. El representante podrá pedir que se lo mantenga en reserva hasta que todas las partes hayan presentado el suyo.

• MODELO DE ALEGATOS. FORMULACION.
• RECURSOS. (planteamientos)

El fundamento de los Recursos se halla en el anhelo de justicia, la cual se podrá obtener con mayor seguridad a través de un nuevo examen de la causa.

El Recurso es el medio de impugnación de una resolución judicial para obtener su revisión por el Juez que la dictó o por otro superior en jerarquía.

Dice CARNELUTTI; que el recurso es el modo de fiscalizar la justicia de lo resuelto.

7.1. RECURSO DE APELACION.

CONCEPTO: Es el medio en virtud del cual el litigante que se siente perjudicado por una resolución que considera injusta reclama del superior jerárquico su modificación o revocación.-

OBJETO: APELAR Y ALEGAR NULIDAD.
SEÑOR JUEZ:
Abog. LILIANA PALACIOS, por la parte actora, conforme a la personería que tiene reconocida en autos, manifiesta, que en tiempo y forma, viene a interponer recursos de Apelación y Nulidad contra la Sentencia Definitiva Nº 768, de fecha 28 de Agosto de 2007, dictada en autos "ELIO VERA C/ HUGO SOSA S/ DESALOJO".-------------------------------------------

Abogado.

• RECURSO DE REPOSICION.

El Recurso de Reposición o Revocatoria, es aquel por el cual el perjudicado por una resolución solicita al mismo Juez o Tribunal que la dictó, que la reconsidere y revoque por contrario imperio.

MODELO DE RECURSO DE REPOSICION

• QUEJA POR DENEGACIÓN DE RECURSO.

El recurso se denomina también Directo o de Hecho, porque la parte agraviada debe recurrir directamente en queja ante el superior pidiendo que se otorgue el recurso denegado.-

El Recurso de Queja por Recurso Denegado, es el que se interpone contra la resolución judicial que no hace lugar al recurso deducido, a fin de que el superior declare la procedencia de éste y asuma el conocimiento de la cuestión.
MODELO DE ESCRITO PARA  PLANTEAR RECURSO DE QUEJA
7.4. QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA.

El Recurso de Queja por Retardo de Justicia se interpone cuando el Juez o Tribunal ha omitido dictar resolución una vez vencidos los plazos fijados por al ley, con el objeto de que el superior lo emplace para que lo haga y, eventualmente, le aplique las sanciones que correspondan.

MODELO DE ESCRITOS PARA RECURIR EN QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA

7.5. RECURSO DE ACLARATORIA.

El Recurso de Aclaratoria, es el remedio que se concede a las partes para obtener que el mismo Juez o Tribunal que dictó una resolución subsane las deficiencias materiales o conceptuales que contenga, o la integre de conformidad con las peticiones oportunamente formuladas.

MODELO DE ESCRITO PARA INTERPONER RECURSO DE ACLARATORIA.
7.6. RECURSO DE NULIDAD.

El Recurso de Nulidad es el medio por el cual el litigante perjudicado impugna la validez de una resolución judicial dictada en violación de las normas señaladas en la ley.

Tiene por objeto reparar los defectos e las resoluciones judiciales que contienen vicios producidos por la inobservancia o apartamiento de las formas o solemnidades que prescriben las leyes (error in procedendo).-

La interposición del recurso podrá hacerse de cualquiera de las siguientes formas: a) independiente; b) conjunta; o c) separadamente, del recurso de apelación.-

MODELO DE ESCRITOS PARA INTERPONER RECURSO DE NULIDAD
8. PROCEDIMIENTO EN SEGUNDA INSTANCIA. (Planteamientos)

8.1. PROCEDIMIENTO EN SEGUNDA INSTANCIA. FACULTAD DEL TRIBUNAL.

El Tribunal Superior no se encuentra obligado por la forma (libremente o en relación) en que se hubiere otorgado el recurso y puede, de oficio o a petición de parte, modificarla conforme a derecho (Artículo 417 del Código Procesal Civil).-

La apelación de sentencia definitiva se otorgará libremente, a no ser que el interesado pida que se conceda en relación y con efecto suspensivo, con excepción de los casos en que la ley disponga que deba concederse sin efecto suspensivo (Articulo 398 del Código Procesal Civil).-

La providencia que dicte el Tribunal "autos o exprese agravios el recurrente" queda firme a los tres días. El pedido de modificación del recurrente se resuelve sin substanciación.

Las Sentencias Definitivas serán dictadas por el Tribunal y firmadas por todos sus miembros, debe contener la opinión de cada uno de ellos o su adhesión al otro, en caso de disidencia deberá constar en la Resolución.

8.2. EXPRESION DE AGRAVIOS. MEMORIAL.

EXPRESION DE AGRAVIOS se da cuando el recurso se hubiere concedido libremente, llegado el expediente al Tribunal, en el mismo día el secretario deberá dar cuenta de ello al Presidente, quien dictará una providencia disponiendo que el recurrente exprese agravios (Expresar Agravios es la fundamentación que el apelante hace sobre una Sentencia Definitiva Recurrida); dicha providencia se notifica por cédula y el escrito debe presentarse en el plazo de dieciocho días (contados desde el día siguientes de la notificación), este plazo es individual. Por su parte MEMORIAL es el que se hace contra Autos Interlocutorios que hayan sido apelados. ART. 424 y 437 C.P.C.

MODELO DE ESCRITO PARA FUNDAMENTAR APELACION.

PROCEDIMIENTO EN TERCERA INSTANCIA. (planteamientos)

• PROCEDIMIENTO EN TERCERA INSTANCIA.

El procedimiento en Tercera Instancia se da en casos que en Segunda Instancia se revoque o modifique una resolución de Primera Instancia, el procedimiento es similar al de Segunda Instancia.

Cuando la Corte Suprema de Justicia conociere en grado de apelación, recibido el expediente, se dictará la providencia de autos. En ningún caso se admitirá la apertura a prueba ni la alegación de hechos nuevos. Dentro de nueve días de notificada la providencia de autos, si se tratare de Sentencia Definitiva y de cinco días si fuere Auto Interlocutorio, el apelante deberá presentar por escrito sintetizando los fundamentos del recurso. Si no lo hiciere, la resolución quedará firme para él y declarado desierto el recurso, se ordenará la devolución de los autos. Del escrito de fundamentación se dará traslado a la otra parte por el mismo plazo de nueve o de cinco días según el caso (Artículo 436, 437 y 438 del Código Procesal Civil).-

10. PROCESOS DE EJECUCIÓN (Planteamientos)

EJECUCION: Ultima parte del procedimiento judicial, que tiene como finalidad dar cumplimiento a la sentencia definitiva del juez o tribunal competente. Exigencia de determinada deuda mediante el procedimiento ejecutivo, de tramitación más rápida que el juicio ordinario. (Manuel Ossorio, Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales).-

El Proceso de Ejecución es un proceso autónomo que tiene su propio principio y normas, de acuerdo con su contenido específico. Es un medio para la realización del derecho, con carácter definitivo en la ejecución de sentencia y con carácter provisional en la ejecución de los títulos extrajudiciales.

Siendo así, el proceso de ejecución es la actividad desarrollada por el órgano jurisdiccional, a instancia del acreedor, para el cumplimiento de la obligación, declarada en la sentencia de condena u obrante en un instrumento auténtico o debidamente autenticado, en los casos en que el obligado no la satisface voluntariamente.

Según el Código Procesal Civil, el proceso de ejecución puede estar basado en dos sistemas a saber: a) Un Título Ejecutivo Judicial; y b) Un Título Ejecutivo Extrajudicial.

Las Sentencias Judiciales, en general, son declarativas de derechos, no obstante su eficacia puede variar de acuerdo con el contenido de esa declaración. A veces, la declaración es suficiente para satisfacer el interés de la parte, sin que sea necesaria ninguna actividad posterior (sentencias meramente declarativas), otras veces, como ocurre en las sentencias constitutivas, la nueva situación jurídica que de ellas surge produce sus efectos hacia el futuro, siendo meramente declarativas en relación al pasado. Siendo así, las sentencias declarativas y las constitutivas no sean susceptibles de ejecución, en razón de que la parte vencida nada deber o dar a favor de la parte vencedora, salvo las costas en el supuesto de que hayan sido impuestas. Las sentencias de condena, por su parte, imponen una obligación a cargo del vencido, sin cuyo cumplimiento no queda satisfecho el interés del vencedor. 

Consiguientemente, si el vencido no cumple voluntariamente la prestación impuesta en la sentencia, el vencedor tiene la facultad de volver a requerir la intervención del Estado para obtener la satisfacción de su interés. Siendo así, sólo podrá haber ejecución forzada cuando la sentencia fuere de condena
• JUICIO DE PREPARACIÓN DE ACCION EJECUTIVA. JUICIO EJECUTIVO.

DE LA PREPARACIÓN DE ACCION EJECUTIVA: Según el Código Procesal Civil en su artículo 433, podrá prepararse la acción ejecutiva pidiendo previamente:

• a) que sean reconocidos los documentos que por sí solos no traen aparejada ejecución;

• b) que en caso de cobro de alquileres o arrendamientos, el demandado manifieste previamente si es locatario o arrendatario y, en caso afirmativo, exhiba el último recibo. Si el requerido negare ser inquilino y su condición de tal no pudiere justificarse en forma indubitada, no procederá la vía ejecutiva; pero si en el proceso de conocimiento ordinario se probare el carácter de tal, en la sentencia se le impondrá una multa a favor de la otra parte, no inferior al treinta por ciento del monto de la deuda; 

• c) que el juez señale el plazo dentro del cual debe hacerse el pago, si el acto constitutivo de la obligación no lo designare. El juez dará traslado y resolverá sin más trámite, atendiendo a las circunstancias del caso;

• d) que el deudor reconozca el cumplimiento de la condición, si la obligación fuere condicional;

• e) que el presunto deudor reconozca haberse cumplido las obligaciones pactadas en su favor, cuando el título consistiere en un contrato bilateral;

• f) que, en caso de cobro de sueldos no comprendidos en la legislación laboral, el empleador reconozca la calidad de empleado del actor, tiempo de servicios prestados por éste, el sueldo convenido y exhiba el último recibo 

JUICIO EJECUTIVO

CONCEPTO: Por la índole de la acción, en primer término, y opuesto al juicio declarativo aquel en que, sin dilucidar el fondo del asunto, se pretende de efectividad de un título con fuerza de ejecutorio. (Manuel Ossorio, Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales).-

Según el Código Procesal Civil: Es el que se promueve fundado en un título que trae aparejada ejecución con el objeto de satisfacer el interés de un acreedor de suma de dinero líquida y exigible.

El documento que sirve de base para promover el juicio ejecutivo debe contener una obligación de origen extrajudicial, que puede ser convencional o administrativo. Es un proceso especial de carácter sumario, con defensas limitadas, en el que la sentencia que se dicta sólo tiene eficacia de cosa juzgada formal. Tiene por objeto la ejecución de un crédito que la ley presume existente, en razón de las características particulares del documento en que se basa la pretensión del actor.

El juicio ejecutivo se estructura básicamente en tres etapas:

• a. La preparación de la ejecución, la intimación y el embargo.

• b. La citación al deudor para oponer excepciones, la oposición de las mismas, la prueba y la sentencia.

• c. El cumplimiento de la sentencia.

MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER ACCION PREPARATOIRA DE JUICIO EJECUTIVO
A) JUICIO POR COBRO DE ALQUILERES

La locación es un contrato consensual en cuya virtud una de las partes, el locador o arrendador, se obliga a conceder el uso o goce de una cosa a la otra parte, el locatario o arrendatario obligado por eso a pagar un precio determinado en dinero. 

Presenta las siguientes características: 

• es bilateral, desde que origina obligaciones reciprocas para el locador y locatario.

• es oneroso y conmutativo, se supone que las contraprestaciones guardan equivalencia, es decir que el alquiler pactado es justo precio del uso y goce. 

• en principio es consensual, por que se concluye por el mero consentimiento, sin necesidad del cumplimiento de ninguna formalidad ni tampoco de la entrega de la cosa.

• Es un contrato de tracto sucesivo, es decir, que su cumplimiento se prolonga necesariamente a través de un tiempo más o menos dilatado.

Locador: se llama así a quien concede el uso o goce de una cosa, ejecuta la obra o presta el servicio, también se lo denomina arrendatario.

Locatario: se llama así al que paga el precio por el uso o goce de una cosa, por la recepción de un servicio o la ejecución de una obra, se denomina también arrendatario o inquilino.

MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER JUICIO EJECUTIVO POR COBRO DE ALQUILERES
10.2 EJECUCION HIPOTECARIA

Bien sabido se tiene que por el derecho real de hipoteca se grava un inmueble determinado, que continúa en poder del constituyente, en garantía de un crédito cierto en dinero.

La hipoteca puede constituirse también sobre buques de más de veinte toneladas (articulo 1351 al 1367 del Código de Comercio).

La hipoteca es el derecho real que se constituye sobre bienes inmuebles, para garantizar con ellos la efectividad de un crédito en dinero a favor de otra persona. (Manuel Ossorio, Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales).-

MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER JUICIO DE EJECUCION HIPOTECARIA
• EJECUCION PRENDARIA.

PRENDA. CONCEPTO: La prenda es el derecho real por el cual el deudor entrega un bien mueble a su acreedor en seguridad y garantía de un crédito. El Código Civil, dice: Por la constitución de prenda, se entrega al acreedor una cosa mueble o un título de crédito en seguridad de una obligación cierta o condicional, presente o futura (PRENDA COMUN). La prenda es una garantía de carácter accesorio. Su existencia y validez depende de la obligación principal.

PRENDA CON REGISTRO: Es la que se constituye para asegurar el pago de una suma de dinero o el cumplimiento de cualquier clase de obligaciones, sobre ganado, máquinas, frutos, vehículos automotores, etc. quedando las cosas prendadas en poder del deudor que se constituye en depositario regular. (Debe realizarse por escritura pública).

MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER EJECUCION PRENDARIA
• EJECUCION DE RESOLUCIONES JUDICIALES.

Las Sentencias Judiciales, en general, son declarativas de derechos, no obstante su eficacia puede variar de acuerdo con el contenido de esa declaración. A veces, la declaración es suficiente para satisfacer el interés de la parte, sin que sea necesaria ninguna actividad posterior (sentencias meramente declarativas), otras veces, como ocurre en las sentencias constitutivas, la nueva situación jurídica que de ellas surge produce sus efectos hacia el futuro, siendo, meramente declarativas en relación al pasado. Siendo así, las sentencias declarativas y las constitutivas no son susceptibles de ejecución, en razón de que la parte vencida nada deben hacer o dar a favor de la parte vencedora, salvo las costas en el supuesto de que hayan sido impuestas.

Las Sentencias de Condena, por su parte, imponen una obligación a cargo del vencido, sin cuyo cumplimiento no queda satisfecho el interés del vencedor. Consiguientemente, si el vencido no cumple voluntariamente la prestación impuesta en la Sentencia, el vencedor tiene la facultad de volver a requerir la intervención del Estado para obtener la satisfacción de su interés. Siendo así, sólo podrá haber ejecución forzada cuando la sentencia fuere de condena.

MODELO DE ESCRITO DE EJECUCION DE SENTENCIA.
11. JUICIOS Y PROCEDIMIENTOS ESPECIALES. (Planteamientos)

• INCONSTITUCIONALIDAD.

Es la facultad que le asiste a la persona lesionada en sus derechos legítimos de reclamar, mediante el ejercicio de ésta acción –como demanda introductoria de un proceso autónomo- la declaración de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de las leyes, decretos, reglamentos, ordenanzas municipales, resoluciones u otros actos administrativos, que en su aplicación violen los principios y normas de la Constitución.

La inconstitucionalidad, en términos generales, es el vicio o defecto de que adolece una norma jurídica o una resolución judicial, cuando han sido dictadas en contra de los preceptos constitucionales. Es una acción de carácter especial que se opone ante la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Fundado en que la Constitución se halla sancionada y promulgada por el pueblo paraguayo con el objeto de asegurar los valores supremos de la humanidad: la Libertad, la igualdad y la Justicia. 

El órgano competente para declarar la inconstitucionalidad en forma exclusiva y excluyente es la Corte Suprema de Justicia.

MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD
• AMPARO

La acción de amparo es una garantía constitucional otorgada para hacer efectivos los derechos consagrados en la Carta Magna y en la ley, cuando los mismos se consideren lesionados gravemente o en peligro inminente de serlo y que, debido a la urgencia del caso, no puedan remediarse por la vía ordinaria. 

Es una garantía constitucional concebida con carácter excepcional, se la otorga solo cuando reúnen las condiciones de gravedad y urgencia. Constituye un remedio otorgado para hacer valer un derecho. Es una acción introductoria de un proceso autónomo. 

Requisitos para la procedencia: acción u omisión manifiestamente ilegitimo, de un particular o de la autoridad, lesión grave o en peligro inminente, violación de derechos y garantías constitucionales, urgencia del caso y ausencia de la vía ordinaria.

Observación: Por Acordada Nro. 83, del 4 de mayo de 1998 se crea la Mesa de Entrada de Garantías Constitucionales, dependiente de la Corte Suprema de Justicia, cuyo objetivo es el sorteo y distribución a través de un Sistema Informático de expedientes de Hábeas Corpus, Hábeas Data y juicios de Amparo de la Capital, con el fin de evitar abusos derivados del derecho que tienen los promotores de éste tipo de acciones de elegir los magistrados para la resolución de sus pretensiones. 

MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL
 DISOLUCION DE LA COMUNIDAD CONYUGAL.

Con una definición amplia, se habla de disolución cuando existe un rompimiento de los lazos o vínculos existentes entre varias personas. En nuestro caso específico, hablamos de disolución de la sociedad conyugal (uno de los regímenes patrimoniales matrimoniales, también llamado comunidad de gananciales o bajo administración conjunta) cuando nos referimos al fin del vínculo económico entre los cónyuges, emergente de una de las causales previstas en la Ley (1/92; Art. 53), entre las cuales se encuentra el divorcio. Esto implica la liquidación de la sociedad y los gananciales se dividen entre los cónyuges por partes iguales, una vez abonados los créditos reconocidos contra la comunidad. 

MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER DISOLUCION Y LIQUIDACION DE LA COMUNIDAD CONYUGAL
• DIVORCIO VINCULAR.
Ruptura de un matrimonio con los cónyuges vivos. La Ley 45/91 regula el divorcio vincular y establece que el divorcio disuelve el vínculo matrimonial y habilita a los cónyuges divorciados a contraer nuevas nupcias. No hay divorcio sin sentencia judicial que así lo decrete y los cónyuges divorciados no podrán contraer nuevas nupcias antes de transcurridos 300 días de haber quedado firme y ejecutoriada la sentencia respectiva.
MODELO DE ESCRITO DE DIVORCIO VINCULAR
• DASALOJO.

Desalojamiento. Desahucio de un inquilino o arrendatario por falta de pago, cesación del término del contrato o por cualquier otra causa legal. El juicio de desalojo es un juicio especial que tiene por objeto recuperar el uso y goce de un inmueble ocupado por quien carece de título, mediante el desahucio por orden judicial, para entregarlo a quien tiene derecho a él. 

MODELO DE ESCRITO DE DESALOJO
INTERDICTOS.

El interdicto constituye un juicio especial y sumario que tiene por objeto otorgar una tutela urgente cuando por vías de hecho, simplemente comprobables, se despoja o se perturba la posesión o tenencia de un bien. Siendo así, tienen legitimación activa para promoverlos tanto el poseedor como el tenedor.

Los interdictos son medios de defensa de la posesión y son juicios de procedimiento especial. Tiene por objeto otorgar una tutela urgente cuando por vías de hechos, simplemente comprobables, se despoja y se perturba la posesión o tenencia de un bien. 

Fundado en los artículos 638 del Código Procesal Civil (Clases de Interdictos): Los interdicto sólo podrán intentarse para adquirir la posesión, para retenerla o recobrarla o para impedir una obra nueva; y el articulo 1951 del Código Civil, que dice: Las acciones posesorias serán juzgadas en la forma prescrita por las leyes procesales. Cuando la sentencia hiciere lugar a ellas, podrá disponer según los casos, que se restituya la cosa; el cese de la turbación; el restablecimiento, a costa del vencido, del estado materia al existente en el momento del hecho que funda la demanda y el resarcimiento de los daños causados.
• INTERDICTO DE ADQUIRIR.

No configura en realidad un interdicto sino sólo un procedimiento de adquirir la posesión jurídica de un bien, por consiguiente, no le corresponde al tenedor.

El Interdicto de Adquirir tiene los caracteres de un proceso voluntario, en razón de que el interesado en adquirir la posesión no promueve propiamente una pretensión dirigida contra un tercero, sino más bien sólo requiere un actuar de la jurisdicción. Regulado en el artículo 640 del Código Procesal Civil, que dice: Para que proceda el interdicto de adquirir se requerirá:

• a. Que se presente título suficiente para adquirir la posesión con arreglo a derecho; y

• b. Que nadie tenga título de dueño o usufructuario, o posea los bienes cuya posesión se pida.

MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER INTERDICTO DE ADQUIRIR LA POSESION
11.7. INTERDICTO DE RETENER

CONCEPTO: (del latín interdictum que significa entredicho). Juicio posesorio, especial, regulado en nuestro código de forma en el Título VIII – De los Interdictos-, Capítulo III (Art. 642 al 645). Acción posesoria que intenta la retención en la posesión que ya tenemos. En el Derecho Romano se llamaban interdictos retinendae possessionis.
MODELO DE ESCRITO PARA PROMOVER INTERDICTO DE RETENER LA POSESION
• INTERDICTO DE RECOBRAR.

Está concebido para obtener la recuperación de un bien del cual se ha sido total o parcialmente despojado con violencia o clandestinidad.

MODELO DE ESCRITO DE INTERDICTO DE RECOBRAR LA POSESION

 DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. (Requisitos)

La solicitud de medidas cautelares se plantea antes o después de la demanda y podemos citar el embargo, anotación de litis, inhibición general para gravar y vender, prohibición de innovar, secuestro. Las medidas cautelares o precautorias son aquellas que el juez dispone para impedir que el presunto deudor realice actos de disposición o de administración que disminuyan su responsabilidad patrimonial y conviertan en ilusorio el resultado del juicio. 

Tienen el objeto de asegurar la eficacia, el resultado práctico de la resolución judicial que se vaya a dictar en el juicio. Responden a la necesidad, que muchas veces existe, de adelantar la tutela del derecho.

Dichas medidas cautelares se encuentran reguladas en los artículos 693 (Presupuestos Genéricos de las medidas cautelares) y sgtes. del Código Procesal Civil.
CONTRACAUTELA.

La contra cautela tiene por objeto garantizar al afectado el resarcimiento de los daños y perjuicios y las costas ocasionadas en el supuesto de que el interesado hubiese solicitado y obtenido sin derecho (articulo 693, inc. c) del Código Procesal Civil) o con abuso del derecho (articulo 702 del Código Procesal Civil) una medida cautelar. Podrá ser prestada por el interesado o por un tercero.

La contra cautela como garantía que es podrá ser: a) Real; b) Personal; c) Caución juratoria; y d) Entidades financieras.

• EMBARGO PREVENTIVO

EL EMBARGO.

CONCEPTO: El embargo preventivo es una medida cautelar decretada judicialmente a favor de un presunto acreedor consistente en la individualización e indisponibilidad relativa de determinado bien o bienes, para asegurar la eficacia práctica de la sentencia que se vaya a dictar en un proceso. El embargo no significa ni importa la perdida del dominio del bien, el cual continúa siendo de propiedad del embargado, mientras no se efectúe la subasta judicial.

Es una medida cautelar que por la función que cumple puede ser:

• PREVENTIVO: decretado en los casos autorizados por ley, con miras a una eventual ejecución.

• EJECUTIVO: dictado en un proceso de ejecución promovido con un título ejecutivo, no exige el otorgamiento de contra cautela.

• EJECUTORIO: decretado en ejecución de sentencias o de cumplimiento de sentencia en forma directa o por convención. 

Regulado en los artículos 707 al 717 del Código Procesal Civil.

11.15. MANDAMIENTO DE EMBARGO

Es el tramite inicial tipo en la ejecución de títulos ejecutivos extra judiciales de obligación dineraria. Si se tratara de un titulo Judicial (Sentencia de Condena) se gestiona directamente el embargo u otra forma compulsiva que corresponda al tipo de Sentencia. D.J. Procesal De Santo

MODELO DE  MANDAMIENTO DE EMBARGO PREVENTIVO.

11. 16. INHIBICIÓN GENERAL DE ENEJENAR Y GRAVAR BIENES.

CONCEPTO: La inhibición general de enajenar y gravar bienes es una medida cautelar decretada judicialmente y que consiste en la interdicción genérica de disponer de los bienes registrables inscriptos a nombre del deudor. 

Es una medida cautelar sucedánea; procede en los casos en que habiendo lugar a embargo éste no puede hacerse efectivo porque el deudor carece de bienes o son desconocidos o son insuficientes para garantizar el crédito reclamado.

Regulado en los artículos 718 (En todos los casos en que habiendo lugar a embargo éste no pudiere hacerse efectivo por no conocerse bienes del deudor o por no cubrir éstos el importe del crédito reclamado, podrá solicitarse contra aquél la inhibición general de enajenar o gravar sus bienes. La medida será inscripta en el registro respectivo); y 719 (La inhibición sólo surtirá efectos desde la fecha de su anotación. No concederá preferencia sobre las anotadas con posterioridad. Mientras dure la medida, el inhibido no podrá enajenar ni gravar los bienes que tuviere al tiempo de la medida o que adquiere con posterioridad a la misma) del Código Procesal Civil.

La anotación de la inhibición impide que puedan disponerse de derechos respecto de bienes cuyo dominio se halle inscripto en registros públicos. A diferencia del embargo, la inhibición no afecta ni individualiza bien determinado y su único efecto consiste en impedir que posea, o que adquiera posteriormente.
11.17. SECUESTRO.

CONCEPTO: Es la medida decretada judicialmente que consiste en aprehender el bien, objeto del litigio o del deudor, a fin de depositarlo a la orden judicial para asegurar, de este modo, el resultado del juicio o la eficacia del embargo.

El secuestro puede ser concebido como: a) Medida cautelar; y b) Medida de ejecución.
11.18. MANDAMIENTO DE SECUESTRO.

Es una orden que el juez emite para asegurar cumplimiento de resolución judicial para dar eficacia al acto procesal. Orden escrita del juez al oficial de justicia para que intime al deudor al pago de sumas de dinero.

MODELO DE MANDAMIENTO
11.19. ANOTACION DE LA LITIS.
Es una medida cautelar ordenada judicialmente que tiene por objeto poner en conocimiento de los terceros a través de la publicidad de los registros públicos la situación que afecta a los bienes registrables que son objeto de un juicio. 

Los requisitos para que proceda la anotación de la litis son: a) Promoción de una demanda; b) Objeto de la demanda; c) Verosimilitud del derecho; y d) Contra cautela.

11.20. LA PROHIBICION DE INNOVAR Y CONTRATAR.

Podrá decretarse en toda clase de juicios, siempre que existiera peligro de alterarse la situación de hecho o de derecho, pudiendo ello influir en la sentencia y convertir su cumplimiento en ineficaz o imposible. Se funda en el principio de igualdad y buena fe.

11.21. DE LA INTERVENCIÓN Y ADMINISTRACION JUDICIAL.
CONCEPTO: Es una medida cautelar dispuesta judicialmente que consiste en la designación de una persona para que vigile o administre un patrimonio, con el objeto de proteger los derechos que se intentan garantizar como medio de asegurar el resultado práctico de un proceso.

Reviste un carácter subsidiario o complementario, según el caso, y es provisional. 

Básicamente consiste en interferir la actividad económica de una persona o empresa, con el objeto de tomar parte, mediar, ejecutar, inspeccionar o fiscalizar la gestión o administración del bien en litigio, cuando no exista otra medida cautelar más eficaz y menos perjudicial o la decretada fuere ineficaz. 
DE LA ADMINISTRACION JUDICIAL

Es la medida cautelar dispuesta judicialmente con el objeto de administrar con los poderes propios de la administración, una sociedad, condominio o asociación, substituyendo a sus órganos ordinarios. La administración judicial sólo podrá ser decretada como consecuencia del pedido de un socio, condómino o comunero. La administración judicial es la especie del género intervención judicial.

El administrador judicial, de igual modo que el interventor, es un auxiliar y representante del Juez, quien en cualquier momento, a pedido de parte o de oficio, puede ordenar su remoción o substitución cuando existan motivos para ello.

Regulado en los artículos 728 (Administración), artículo 729 (Facultades del interventor o administrador) y 730 (Honorarios) del Código Procesal Civil. 

11.27. PROCEDIMIENTO ARBITRAL.
CONCEPTO: El proceso arbitral es el que se substancia ante los jueces árbitros o arbitradores, quienes tienen competencia de conocer conflictos que le son sometidos para su decisión, conforme a derecho o según equidad.

Toda cuestión de contenido patrimonial podrá ser sometida a arbitraje. Al efecto conviene recordar que el patrimonio es el conjunto de bienes de una persona, el que se compone de un activo y un pasivo. El activo se halla formado por los bienes que posee la persona y el pasivo por las deudas u obligaciones que pesan sobre él, pudiendo todo lo cual valorarse pecuniariamente.
EXCEPCIONES.

No pueden someterse a la decisión de los jueces árbitros o arbitradores, bajo pena de nulidad, las cuestiones referentes a:

• a. El Estado Civil y Capacidad de las Personas.

• b. Los bienes del Estado y de las Municipalidades.

• c. Toda cuestión en que el Ministerio Público, sea Fiscal, Pupilar o de la Defensa Pública, debe actuar en virtud de la ley.

• d. Toda cuestión vinculada a disposiciones de última voluntad del causante contenidas en un testamento.

• e. Sobre las relaciones de familia, o que se refieran a los poderes o estado derivado de ellas, ni sobre derechos o cosa que no pueden ser objeto de los contratos, o que interesen al orden público o las buenas costumbres.

• f. Todas aquellas respecto a las cuales existan una prohibición especial.

El mismo se encuentra regulado en los artículos 774 (Objeto del Arbitraje), 775 (Capacidad) y 776 (Oportunidad) del Código Procesal Civil.
HECHOS:

El Arquitecto Marcelo Gutiérrez Insfran y el Ingeniero de Obras Justo Pastor Mendieta Peralta, han designado Arbitro de su confianza para la solución de la controversia de la que son partes. La Cámara Paraguaya de Construcciones a agenciado la designación de dicho Arbitro. Se ha formalizado la Cláusula Compromisoria, el juez ante quien en principio se presento la demanda y su contestación se mostró de acuerdo con dicha elección pues el Árbitro es de reconocida experiencia en la materia, centro del litigio el Ingeniero David Stevenson Mc Kense. El litigio versa sobre la mala construcción de un edificio Céntrico. ----

El Manantial, cuyos cimientos se hunden de1cm a 1,3cm por semana. Se busca determinar si el error se cometió en el área de ingeniería o en el área de Arquitectura.-------------------------------

PRUEBAS:

Planos del área de Arquitectura de la construcción

Planos del Área de Ingeniería de la construcción.

Pericia técnica del Ingeniero Mario Ozuna Cabrera, donde demuestra el evidente hundimiento de los cimientos.

Estudio de impacto ambiental, anterior a la construcción.
DERECHOS:

Art. 744.....al 788 CPC y concordantes. --------------------------------------------------------------------
DOCTRINA

Los árbitros reciben sus facultades directamente de las partes, solo con relación a estas revisten carácter de jueces y no pueden pronunciar mas que sobre las cuestiones que se les someten.

Cláusula Compromisoria: Obligación que contraen las partes de someter sus diferencias la decisión de arbitrios, es anterior a la controversia.

Árbitros: Es el juez advenidor que es escogido o puesto por las partes para deliberar en la contiendia entre ellas.

Designación: En el compromiso, o forzosa por el juez

P. C. Comercial Tomo III Hugo Alsina
JURISPRUDENCIA

Procedimiento Arbitral

Tribunal de Apelación Civil y Comercial Sala segunda 1998/08/25

Sumario:

Las partes han escogido a sus jueces de acuerdo a la confianza y además se ha designado al representante de una institución que agencia a quienes se dedican a dicha actividad, la Cámara Paraguaya de la Construcción y unánimemente han entendido el problema en su conjunto, se podrá emitir un pronunciamiento justo.

• CONVOCATORIA DE ACREEDORES.

Cuando un comerciante o particular se encuentra en estado de cesación de pagos, puede solicitar al Juez de su domicilio su convocatoria de acreedores. 
HECHOS:

La Sra. Juana Gómez de Pérez y el Sr. José Pérez Cardozo, (esposos, Régimen de C. de Gananciales) solicitan a la autoridad competente, se admita su pedido de convocación de acreedores. Desean dejar establecido que no son comerciantes, se citen a sus acreedores, y que los mismos justifiquen sus créditos con sus correspondientes títulos. Los mismos argumentan que su situación económica llega a la posible insolvencia. Confiesan ser deudores de muchos créditos. Y desean evitar la posible declaración de quiebra debido a las desastrosas consecuencias que traerían para ellos, además admiten tener aun cierta capacidad para empezar a saldar sus diversas deudas.--------------------------------------------------------------------

PRUEBAS:

Recibos y contratos de compra venta. De los cuales resultan ser deudores.

Estado de Sus Cuentas Bancarias en el Lloyds Bank

Los esposos están bajo el régimen de comunidad de gananciales. Presenta certificado de matrimonio. Inventario de todo su patrimonio.
DERECHO:

Ley de Quiebras Art. 21..,Art.18.. Art.13... 16 y concordantes.


DOCTRINA

Los efectos de la convocación de acreedoras en el campo del derecho producen en el campo del derecho una serie de fenómenos. La situación jurídica inicial sufre variaciones y esta afectada a ella no solo la administración del deudor sino, también de los derechos de los propios acreedores.--------------

Si bien el deudor conserva la administración de sus bienes, se establece una vigilancia sobre sus actos, por el Sindico, quien podría oponerse para precautelar los derechos de los acreedores. Julio Noé. Convocación de Acreedores y Quiebra. -----------------------------------------
JURISPRUDENCIA:

Convocatoria de Acreedores.

Se hace saber que en los autos caratulados Numa Carlos Rolando Pedrozo y María Teresa Masi s/ concurso Civil de Acreedores. El juzgado de Primera Instancia en lo Civil Y comercial del Duodécimo Turno ha dictado A.I Nº 852, de fecha 8 de junio del 2005, que Resuelve admitir la convocación de acreedores de Numa Carlos Rolando Pedrozo y María Teresa Mas de Rolandi, Dejar establecido que los convocatarios no son comerciantes, citar a los acreedores de los convocatarios para que el plazo de 30 días presenten los títulos justificativos de sus respectivos creeditos, Ordenar la suspención de las acciones ejecutivas iniciadas o a iniciarse contra el patrimonio de los convocatarios, con la excepción de los que tuvieren como objeto el cobro de un crédito con garantía real o del que corresponda al trabajador, como consecuencia de un contrato de trabajo, para cuyo efecto se libraran LOS OFICIOS CORRESPONDIENTES A LOS Juzgados de 1º Instancia en Lo Civil Y Comercial, Dar Intervención al Ministerio Publico, Designar Sindico al Dr. Juan Figueredo, Y Anotar, registrar y remitir copia a la Excma. Corte Suprema de Justicia

Firmado: Enrrique Mongelos Aquino ( Juez ) Ante mi: Anahi Ayala Lima ( Actuaría Judicial )
11.29. QUIEBRA.

La declaración de quiebra presupone le estado de insolvencia del deudor. El estado de insolvencia se manifiesta por uno o mas incumplimientos u otros hechos exteriores que a criterio del juez demuestren la impotencia patrimonial para cumplir regularmente las deudas a su vencimiento, sin consideración al carácter de las mismas

El juicio de quiebra tiene por objeto realizar y liquidar en un procedimiento único los bienes de una persona natural o jurídica, sea o no comerciante, que hubiese sido declarada en quiebra. Comprende todos sus bienes, derechos, acciones y obligaciones, salvo aquellos que fueren expresamente exceptuados por ley. La declaración de quiebra puede ser solicitada por el propio deudor, por sus herederos o por uno o varios de sus acreedores.
HECHOS:

El Sr. José Roberto Cabrera Pérez, fue declarado en quiebra. Pues cuando solicito el auto de convocación de acreedores, al realizar la investigación el juez se percato, que estaba inscripto en el registro del comerciante, en un rubro y ejercía el comercio en otro. Para realizar el pago de sus deudas se utilizara su frondosa cuenta en el Banco Del Paraguay. Cuenta Corriente Nº 64564.Por lo tanto esta situación permitirá a los acreedores saldar su créditos, el sindico es quien administrara de derecho esta operación.--------------

PRUEBAS:

Instrumentales:

Pedido de convocacion de acreedores.10 de junio 2005

Inventario del Patrimonio del deudor.

Libros de contabilidad

Nº 132 del Registro del Comerciante.

Presentación de todos los títulos crediticios por parte de sus acreedores.

Presentación de su contrato de trabajo en dependencia Carolina Gómez González. Empleada del local comercial.(Jazmín) del Sr. Roberto Cabrera Pérez.


DERECHOS:

Ley de quiebras. Art. 64 , 75, Art. 11, 9... y concordantes.

DOCTRINA

La Quiebra concepto Económico: La quiebra económica es sinónimo de insolvencia, o estado de impotencia patrimonial para el normal cumplimiento de las obligaciones.

Quiebra Jurídica: Es el conjunto de disposiciones legales que regula el fenómeno económico de la insolvencia patrimonial. Presupone siempre en estado de quiebra económica. Julio Noé. Convocación de Acreedores y Quiebra

.Mer. Estado en el que se encuentra un comerciante o empresario insolvente que cesa de forma generalizada en el pago de sus obligaciones. Diccionario de Contabilidad y Finanzas. Cultural S.A.
JURISPRUDENCIA

Sumario: La ley de quiebras no prohibe el pago de pasivos instrumentados en cheques por el deudor, dado que no se le priva de sus bienes ni administración y puede continuar con sus actividades normales.

Tribunal: Corte Suprema de Justicia

Fecha : 1988/07/21

Partes: Bobadilla, Nemecio s/ emicion de cheque sin fondo ( Ac y Sent 216 )

Publicación: L.L.P, 1988,

3. EXCEPCIONES
Es toda defensa procesal que el demandado opone a la pretensión del actor, negando los hechos en que se funda la demanda, desconociendo el derecho que de ellos derive, o limitándose a impugnar la regularidad del proceso. En sentido estricto la excepción es la defensa dilatoria, perentoria o mixta mediante la cual el demandado denuncia la falta de un presupuesto procesal o pide rechazo de la pretensión o la extinción de la acción. Tiene fundamento constitucional en el Art. 16 de la constitución que establece que la defensa en juicio de las personas y sus derechos es inviolable pueden ser: dilatorias, perentorias o mixtas.
Excepciones dilatorias: son las defensas que se fundan en la omisión de un requisito procesal. 
Versan sobre el proceso y no sobre el derecho material alegado por el actor. Generalmente son el medio de enunciar la falta de un presupuesto procesal. Están dirigidas a impedir n proceso nulo o inútil, o a corregir errores que obstan a la decisión o a asegurar el resultado del juicio o constituyen un obstáculo para el proceso. Se oponen como de previo y especial pronunciamiento, vale decir que deben substanciarse y resolverse antes de proseguir con el proceso principal, el cual queda interrumpido. Deben decidirse previamente a toda cuestión. 
Excepciones perentorias: son aquellas en cuya virtud el demandado se opone a la pretensión del actor. No son defensas sobre el proceso sino sobre el derecho. Pueden ser opuestas como previas y deben substanciarse y resolverse con carácter previo, quedando interrumpido el principal (falta de acción manifiesta, pago, conciliación, etc., cuando puedan resolverse como de puro derecho (sin apertura a prueba) ; o al contestar la demanda, no interrumpiendo la sustanciación del principal y que son resueltas en la sentencia definitiva. Las perentorias se distinguen las que atacan el derecho (exceptio iure: pago) y las que atacan los derechos (exceptio facti: error, dolo, fuerza, temor). La enumeración de las perentorias no es taxativa, a diferencia de las dilatorias cuya enumeración si es taxativa.
Excepciones mixtas: se oponen como previas y se deciden como tales. Tienen de común con las dilatorias que intentan evitar un proceso inútil o nulo, y se diferencian de las perentorias en que no buscan un pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia del derecho, sino el reconocimiento de una situación jurídica que hace innecesario entrar a analizar el fondo mismo del derecho (cosa juzgada, transacción). 
5.1 PRUEBAS EVALUACIÓN DE LAS PRUEBAS
El art. 269, preceptúa: “Salvo disposición legal en contrario, los jueces formarán su convicción de conformidad con las reglas de la sana crítica. Deberán examinar y valorar en la sentencia todas las pruebas producidas, que sean esenciales y decisivas para el fallo de la causa.
No están obligados a hacerlo respecto de aquellas que no lo fueren”.-
De la disposición transcripta surge: 
a) que existiendo disposición legal respecto a cómo debe interpretarse una prueba determinada, se debe estar a la interpretación legal. En el caso el legislador provee al juez reglas fijas, rígida a tenor de cuyos termino debe realizar su apreciación de la fuerza probatoria de los elementos arrimados al juicio v.g. cuando la ley establece que los instrumentos públicos hacen plena fe entre las partes y contra terceros (art. 385 CC), cuando no exista ninguna causal de nulidad, el juez está obligado a no darles otro efecto. Cuando la ley consigna que son nulos los instrumentos públicos que autorizó el oficial público suspendido, reemplazado o destituido en el cargo, o cuando se ha aceptado su renuncia, o aquellos instrumentos que no llenan las condiciones prescriptas para su validez, el juez no tiene otro remedio que ceñirse a dicha conclusión (art. 377 CC); la inadmisibilidad de probar por testigos los contratos que tengan por objeto un monto mayor a diez jornales mínimo legal (art. 706 CC), la impuesta por razón de la edad (art. 314, CPC); etc.-
b) que los jueces formarán su convicción de conformidad con las reglas de la sana crítica, esto referente a las pruebas que no deban ser valoradas de acuerdo al sistema legal. La sana crítica tiene que ver con la lógica, con los principios científicos y con la experiencia confirmada por la realidad. El juez no puede juzgar caprichosamente; su análisis de los elementos de pruebas debe someterlo a un orden de razonamiento. La lógica implica orden y corrección en el razonamiento. Es la disciplina del pensamiento verdadero. Según las reglas de la sana crítica, pues, el juez debe apreciar las pruebas mediante un razonamiento lógico, ayudado de su ciencia y su conciencia, y de su experiencia de la vida. Las máximas de experiencia de que ya se ha hablado, escribe –Couture- contribuyen tanto como los principios lógicos a la valoración de la prueba.-
c) la oportunidad que tiene el juez para examinar y valorar las pruebas producidas, es en la sentencia definitiva, no en ocasión anterior. Mas las prueba que han de caer bajo su examen son las esenciales y decisivas para la decisión de la causa. La ley es clara al respecto: “no están obligados a hacerlo respecto de aquellas que no lo fueren”. Estando a lo dispuesto en el art. 247, CPC, pruebas no esenciales pueden considerarse las manifiestamente improcedentes, por inconducentes, así como las superfluas, es decir, las innecesarias, las que están demás, como también las pruebas meramente dilatorias.-
1. 8 PROCEDIMIENTO EN SEGUNDA INSTANCIA (PLANTEAMIENTOS)
El tribunal superior no se encuentra obligado por la forma en que se hubiere otorgado el recurso y puede de oficio o a petición de partes, modificarlas conforme a derechos.
La norma transcrita consagra la regla procesal vigente en la materia según la cual el Tribunal Superior no se halla obligado por la forma en que hubiese sido otorgado el recurso por el inferior. Siendo así el superior está facultado de oficio o a petición de partes, modificar conforme a derecho la forma en que fue concedido el recurso.
8.1. PROCEDIMIENTO EN SEGUNDA INSTANCIA . FACULTAD DEL TRIBUNAL.
El tribunal superior no se encuentra obligado por la forma en que se hubiere otorgado el recurso y puede de oficio o a petición de partes, modificarlas conforme a derechos.
La norma transcrita consagra la regla procesal vigente en la materia según la cual el Tribunal Superior no se halla obligado por la forma en que hubiese sido otorgado el recurso por el inferior. Siendo así el superior está facultado de oficio o a petición de partes, modificar conforme a derecho la forma en que fue concedido el recurso.
9. PROCEDIMIENTO EN 3RA. INSTANCIA. (PLANTEAMIENTOS)
9.1. PROCEDIMIENTO EN TERCERA INSTANCIA
Si el Tribunal en cuya resolución es impugnada, fuere de alguna de las circunscripciones judiciales del interior, el recurrente deberá constituir domicilio en la capital en acto de recurrir y la otra parte dentro del 5 día de concedido el recurso. La parte que no cumpliere los impuestos por este art. quedará notificada por el Ministerio de la Ley. 
Tramites: La Corte Suprema de Justicia, cuando en virtud de la ley conociere en un proceso en grado de apelación, recibido el expediente por medio de su presidente dictará la providencia “autos”. El recurrente debe presentar un escrito denominado memorial, que contengan los motivos y fundamentos que sirvan para que la Corte pueda rectificar los errores en que incurrió el inferior.
El plazo para la presentación del memorial dependerá de:
1- Si es una sentencia definitiva: 9 días.
2- Si se trata de un auto interlocutorio: 5 días.
Si el recurrente no presenta el escrito fundando el recurso dentro el plazo legal se declarara desierto, quedando firme para los recurrentes la resolución. La Corte seguidamente ordenará la devolución de los autos si solo él había apelado. Si el recurrido no contestare el traslado dentro del plazo señalado seguirá su curso la instancia.
11.13. MEDIDAS CAUTELARES. REQUISITOS
CONCEPTO: Las medidas cautelares o precautorias, en términos generales, son aquellas que el juez dispone para impedir que el presunto deudor realice actos de disposición o de administración que disminuyan su responsabilidad patrimonial y convierta en ilusorio el resultado del juicio. Las medidas cautelares tienen el objeto de asegurar la eficacia, el resultado práctico de la resolución judicial que se vaya a dictar en el juicio. Son las que se adoptan en un juicio o proceso, a instancia de parte o de oficio, para evitar la salida de algún bien del patrimonio del deudor, en desmedro de la garantía colectiva de los acreedores.
REQUISITOS:
Los requisitos para la procedencia de las medidas cautelares, se encuentran establecidas en el art. 693 del C.P.C. que textualmente expresa: “PRESUPUESTOS GENERICOS DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. Quien solicite una medida cautelar deberá, según la naturaleza de ella: a) acreditar prima facie la verosimilitud del derecho que invoca; b) acreditar el peligro de pérdida o frustración de su derecho de urgencia de la adopción de la medida, según las circunstancias del caso, y c) otorgar contracautela para responder de todas las costas y de los daños y perjuicios que pudiere ocasionar si la hubiese pedido sin derecho, salvo aquellos casos en que no se la requiera por la naturaleza de la medida solicitada.” 
DERECHO: 
El Código Procesal Civil se encarga de regular esta institución dentro del Libro IV “ De los juicio y procedimientos especiales” Título XIV “De las medidas cautelares y de la contracautela” Capítulo I “ De las disposiciones generales” artículos 691 al 706.
11.19. ANOTACIÓN DE LA LITIS
      Podrá solicitarse la anotación de la litis cuando se promoviere demanda sobre el dominio de bienes inmuebles y demás bienes o sobre constitución, declaración, modificación o extinción de cualquier derecho real, o se ejercieren acciones vinculadas a dichos bienes, si el derecho invocado fuere verosímil y la sentencia haya de se opuesta a terceros. Cuando la demanda hubiere sido desestimada, esta medida se extinguirá con la determinación del juicio. Si la demanda hubiere sido admitida, se mantendrá hasta que la sentencia sea cumplida. Anotada la litis, la sentencia en el proceso respectivo surtirá efectos contra terceros, si el bien hubiese sido gravado o enajenado, sin que aquellos puedan ampararse en la presunción de buena fe.
11.27. PROCEDIMIENTO ARBITRAL. NOCIÓN
El proceso arbitral es que se sustancia ante los jueces árbitros o arbitradores, quienes tienen competencia para conocer los conflictos que le son sometidos para su decisión, conforme a derecho o según la equidad. La función que ejercen los jueces árbitros y arbitradores tiene la naturaleza jurisdiccional en razón de que dentro de nuestro ordenamiento jurídico los mismos integran el Poder Judicial de la República. En efecto, el C.O.J. establece; “El Poder Judicial será ejercido Por; .. Jueces Árbitros y Arbitradores.
La naturaleza jurisdiccional: La ley procesal ha reglamentado el alcance de la función jurisdiccional que ejercen los jueces árbitros y arbitradores ...1) limitación exclusiva a los conflictos de contenido patrimonial, 2)Prohibición de someter ciertas contiendas a la decisión de árbitros o arbitradores... 3) determinar de la capacidad de las personas que pueden acudir al proceso Arbitral , 4) Régimen especial de recursos, 5) ejecución del laudo arbitral y reclusiones ejecutables por el juez de primera instancia en lo civil y comercial del fuero ordinario.
DERECHO: C.P.C. , Art.774 ( Toda cuestión de contenido patrimonial podrá ser sometida a arbitraje antes o después de deducida en juicio ante la justicia ordinaria cualquiera fuese el estado.
Puede someterse a objeto del arbitraje toda relación de contenido patrimonial, antes o después de deducido el juicio en la justicia ordinaria, cualquiera fuese el estado de este, siempre que han un no haya recaído sentencia firme
No podrán ser lo bajo Pena de nulidad:
1. Las Cuestiones que versaren sobre el estado civil y capacidad de las Personas ,
2. Las referentes a bienes del estado o de las municipalidades ,
3. Aquellas en las Cuales se requiera intervención del ministerio publico,
4. Las que tengan por objeto la valides o nulidad de disposiciones de ultima voluntad,
en general las que no puedan ser materia de transacción).-
El acuerdo relativo a arbitraje puede convenirse en contrato, o en acto de posterior; debiendo formalizarse en escritura publica o instrumento privado. También puede hacerse por canje de cartas; telegramas colacionados; comunicaciones por telex y otros.
Las partes pueden convenir todo lo relativo al arbitraje; sus modalidades y formas; siguiendo las disposiciones del C.P.C., la designación de árbitro si puede delegarse a un tercero.
14.2. COSTAS
Son los gastos en los que las partes incurren como consecuencia de la substanciación de un proceso. Antiguamente se distinguían las costas, que eran todos los gastos propiamente dichos, y los costos referidos a los honorarios profesionales. Actualmente los conceptos se engloban.
La norma estable la regla general que rige la materia: las costas son a cargo del vencido, por el hecho objetivo de la derrota debe pagar, todos los gastos del juicio. El vencimiento constituye el principio y el fundamento de la imposición de las costas. La otra regla, acorde con la moderna doctrina procesal, es que se imponen de oficio por el juez o tribunal, aunque no haya mediado solicitud de las partes. Las costas, en principio no constituyen una pena, si no que tienen por objeto el resarcimiento de los gastos. No obstante, adquieren dicho carácter:
1. Cuando el juez la impone en los casos de mala fe o abuso de derecho.
2. Cuando son a cargo del juez, con motivo de la declaración de nulidad de una resolución, salvo que la otra parte se hubiese opuesto a la declaración de nulidad.
3. Cuando se la impone el perito removido del cargo.
4. Cuando existe “plus petitio”.
5. Cuando el testigo no comparece a declarar. 
No obstante la consagración de la regla general de que las costas se imponen a la parte vencida mismo no es absoluta. Siendo así la norma faculta al juez de apreciar las causas de eximisión y eximir de las costas al vencido, en todo o en parte, cuando exista méritos para ello. La imposición de las costas es la regla, la exoneración es la excepción, para ello debe ser fundada. El juez deberá expresar en su pronunciamiento los motivos o razones que tuvo en cuenta para exonerar las costas, bajo pena de nulidad.
Las costas judiciales comprenden los gastos que necesariamente ha debido efectuar el litigante para hacer triunfar su derecho: 1)Poder especial, no el general; 2) Tasas judiciales; 3) Papel sellado pero el estampillado de los documentos, por ej.: paragaré; 4) fotocopias; 5) Publicación de edictos; 6) Diligencias de exhortos y oficios; 7) Gastos del embargo u otras medidas cautelares; 8) Publicación de avisos de remate, comisión del rematador, y viático de secretaría; 9) Honorarios de abogados, procuradores, peritos, depositarios, interventores, oficiales de justicia, traductores, interpretes.
En general, todos los que guarden relación con el juicio y de los que no se pudo prescindir sin poner en peligro el éxito del pleito.
14.4. NOTIFICACIONES. AUTÓMATICA Y POR CÉDULA
CONCEPTO:
Acción y efecto de hacer saber, a un litigante o parte interesada en un juicio, cualquiera que sea su índole, o a sus representantes y defensores, una resolución judicial u otro acto del procedimiento. La forma de hacer las notificaciones puede variar de unas legislaciones a otras, pero, tomando como ejemplo las normas procesales argentinas, se puede afirmar que, como principio general, y salvo los casos en que por disposición legal se tienen que hacer en el domicilio, las resoluciones judiciales quedan notificadas en la secretaría del juzgado o tribunal los días de la semana señalados al efecto, para lo cual tienen que concurrir las partes a darse por notificadas. Sin embargo, determinadas resoluciones especificadas por la ley, se tienen que notificar personalmente o por cédula, es decir, entregando la correspondiente nota, provista de ciertas formalidades, en el domicilio real o en el legal del notificado, diligencia que debe ser practicada por el oficial de justicia o por el empleado de la oficina de notificaciones, dejando constancia del diligenciamiento (en nuestro ordenamiento jurídico lo realizan determinados funcionarios judiciales, pertenecientes al Juzgado que dictó la resolución y denominados Ujieres notificadores, cuyas funciones se encuentran determinadas en el Código de Organización Judicial).
En algunos fueros, se admite asimismo la notificación por telegrama para el cumplimiento de algunos trámites. Tratándose de personas inciertas, o cuyo domicilio es desconocido, la notificación se ha de hacer por edictos; o sea, publicando la resolución o el acto a notificar en un diario oficial y en otro privado por un tiempo determinado, según los casos. A petición de parte, el juez podrá también ordenar que los edictos se anuncien por radiodifusión. Y finalmente, se entiende por notificación tácita la que se tiene por efectuada en cuanto a todo el contenido del expediente, por el solo hecho de haber sido retirado, por la parte, de la secretaría correspondiente, en aquello casos en que la ley lo autoriza (Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales. Manuel Ossorio).
14.5. AUDIENCIA. FORMA
Es el acto mediante el cual el Juez o Tribunal escuche las declaraciones de las partes, testigos, peritos, etc., en el proceso.
La presencia del Juez o tratándose en su caso de un Tribunal, la del presidente de éste, o el miembro que él designe, constituye una garantía para su normal desarrollo y la seriedad de que debe estar investido el acto. Las audiencias llevadas a cabo sin este requisito pueden impugnarse por nulidad.
Las audiencias deben llevarse a cabo con cualquiera de las partes que concurran, en razón de que ni la contraparte, ni la Justicia deben cargar con la negligencia o el desinterés de la contraria, debiendo el proceso seguir su curso.
La puntualidad a todos beneficia y debe ser la regla. Los citados a la audiencia no tienen que soportar largas esperas, en el proceso civil tiene el deber de esperar no más de 30 minutos, dicha tolerancia horaria está dada en beneficio exclusivo del Juez o Tribunal.
Las declaraciones verbales producidas en las audiencias, como regla general deben constar en el acta correspondiente. El acta deberá reproducir lo ocurrido en el acto y lo expresado por las partes o los intervinientes que sean terceros. La redacción del acta estará a cargo del Secretario del Juzgado o Tribunal, debiendo ser firmada por el Juez o Miembro del Tribunal. El secretario hará constar también en el acta todo lo que agregue y rectifique y las circunstancias cuando ocurra, de que alguien no haya querido o podido firmar.
14.9. PLUS-PETITIO
CONCEPTO: Tanto en castellano como en latín, en el uso forense actual se da a entender que el actor ha demandado por más de lo que se le debe, motivo por el cual puede rechazarse o moderarse la demanda, así como también, en determinadas circunstancias, eximirse de las costas al vencido o imponerlas al vencedor.-
Aunque entonces haya más dación que petición, si bien se obtiene sobre lo pedido, se habla también de plus petitio cuando una resolución judicial, y en especial la sentencia principal, concede más de lo que el actor solicita en la demanda o el demandante en la reconvención, que fundamenta el recurso contra tal pronunciamiento.-
El art. 196 dispone entre otras cosas que el litigante que incurriere en pluspetición inexcusable será condenado en costas. Si ambas partes incurrieren en pluspetición, regirá lo dispuesto en el artículo anterior. No se entenderá que hay pluspetición cuando el valor de la condena dependiere legalmente del arbitrio judicial o de rendición de cuentas, o cuando las pretensiones no fueren reducidas en la sentencia en forma considerable.-
15. RESOLUCIONES JUDICIALES (REDACCIONES)
15.1. AUTO INTERLOCUTORIO
El que no afecta a lo principal de una causa, por dictarse en un incidente o artículo de previo pronunciamiento. Son aquellas resoluciones que resuelven cuestiones que requieren sustanciación, planteadas durante el curso del proceso.
Por este tipo de Resoluciones se resuelven cuestiones incidentales que surgen en el desarrollo del proceso (articulo 158 del Código Procesal Civil).
15.3 EXHORTO
Los exhortos o cartas rogatorias son las comunicaciones escritas que un Juez dirige a otro Juez EXTRANJERO requiriéndole la colaboración necesaria para el cumplimiento de una diligencia del proceso o poniendo en su conocimiento determinadas resoluciones.
Reglas aplicables a la recepción de exhortos del extranjero: 
Cuando se trate de exhortos recibidos de autoridades extranjeras y no existen tratados o acuerdos internacionales, suscriptos por la república se aplican las siguientes reglas:
a) Autenticación y legalización: los exhortos deben estar debidamente legalizado y autenticados por el agente diplomático o consular del Paraguay del país remitente, lo que constituye un requisito de admisibilidad del exhorto.
b) Diligenciamiento: será realizado con arreglo a las leyes nacionales del tribunal exhortado, lo cual es la consecuencia de la aplicación de la norma denominada “lex fori”, que rige la materia.
c) Designación de la persona encargada: los exhortos librados a petición de partes deben expresar el nombre de la persona encargada de su diligenciamiento, la que a su vez debe abonar los gastos que demande, con excepción de los librados de oficio, que se harán sin costo para el exhorte, esto último conforme a las reglas internacionales de cooperación y auxilio de rige al respecto.
GUIA DE ESTUDIO BASICO
1. NULIDAD DE MATRIMONIO
La nulidad es la ineficacia de que adolece un determinado acto jurídico por carecer de los requisitos esenciales, sean de fondo o de forma, necesarios para su validez. Así la Nulidad de Matrimonio, al ser el matrimonio un acto jurídico solemne y al contrariar requisitos esenciales que hacen a su validez, la ley lo sanciona privándole de sus efectos legales.
LEGISLACION: Art. 139 al 149 y 177 al 188 CC  Art. 17 al 19 - Ley N° 1/92.
2. RECONOCIMIENTO DEL MATRIMONIO APARENTE
Es acto judicial por el cual se dota de los efectos jurídicos a una determinada unión de hecho o concubinario, constituida entre un hombre y una mujer, que hayan hecho vida en común y que reúnan los demás requisitos esenciales establecidos en la ley para la procedencia de la acción.
LEGISLACION: Art. 83 al 94 - Ley N° 1/92
3. RECONOCIMIENTO DE MATRIMONIO APARENTE CONTRA SUCESIÓN
Es la acción que posibilita al concubino supérstite el reconocimiento como heredero en la sucesión del causante, dado que si la unión tuvo una duración mayor a cuatro años, y reconocida que fuere judicialmente, el concubino supérstite tendrá derecho a la mitad de los bienes gananciales, la otra mitad se dividirá entre los hijos del causante
LEGISLACION: Art. 83 al 94 - Ley N° 1/92
4. USUCAPIÓN
Es un modo derivado de adquirir la posesión y dominio de un bien inmueble por el transcurso del tiempo en forma efectiva ininterrumpida, pacífica y pública.
LEGISLACION: Art. 1909 al 1952 CC  Art. 1989 al 1999 CC
5. REIVINDICACIÓN
Acción judicial mediante la cual se hace reconocer el derecho de propiedad que se tiene sobre un bien. Es una acción real que puede ejercer el que tiene derecho a poseer una cosa, para reclamarla de quien efectivamente la posee.
LEGISLACION:  Art. 2407 al 2437 CC
6. RETENCIÓN DE INMUEBLES POR MEJORAS
Es una especie de derecho pignoraticio establecido por disposición legal en determinadas ocasiones, otorgando al poseedor de la cosa ajena para conservar su posesión hasta el pago de lo debido por razón de ella. No configura privilegio sino una prenda constitutiva unilateralmente, el amparo de un derecho reconocido por la ley.
LEGISLACION:  Art. 1826 al 1832 CC
7. RETENCIÓN DE COSAS MUEBLES POR GASTOS EFECTUADOS
Es la facultad de poder conservar, guardar, retener un mueble ajeno, hasta el pago de lo debido en razón del mismo.
Es la acción que le confiere al tenedor del derecho real de una cosa, una cosa mueble o frutos determinados, que los retenga como garantía del cumplimiento de una obligación, que la persona que ejerce este derecho puede exigir de aquellos de quienes ejercen la titularidad de una cosa u objeto retenido, el cumplimiento de la prestación debida.
LEGISLACION:  Art. 1826 al 1832 CC
8. NULIDAD DEL ACTO JURÍDICO
La nulidad del acto jurídico se produce por carecer de los requisitos formales indispensables, por falta de elementos esenciales que le configuran y hacer imposible que cumpla su objeto o fin.
LEGISLACION:  Art. 355 al 371 CC
9. NULIDAD DE TÍTULO
Ineficacia de la cual se halla revestido un determinado documento o por carecer de los requisitos esenciales establecidos por la ley.
La nulidad de título es la consecuencia directa que recae sobre el título de un derecho o instrumento respectivo, por no llenar los requisitos exigidos por la ley, cuando su validez de la forma instrumental, los cuales deben observarse para su eficacia.
LEGISLACION: Art. 355 al 416 CC
10. OBLIGACIÓN DE HACER ESCRITURA PÚBLICA
La obligación de hacer escritura pública es un mandato de la ley para determinados contratos y documentos que deben ser perfeccionados de esta forma para su plena validez.
Como ejemplo se pueden citar a los siguientes contratos que deben ser instrumentados por escritura pública: los contratos de sociedad, sus prórrogas y modificaciones, transferencias de bienes inmuebles, particiones extrajudiciales de bienes, cesión, repudiación o renuncia a derechos hereditarios y demás establecidos por la ley.
LEGISLACION:  Art. 699 al 707 , Art. 691 CPC, Art. 269 COJ
11. RESOLUCIÓN Y EXTINCIÓN DE LOS CONTRATOS (RESCISIÓN – RESOLUCIÓN – REVOCACIÓN – OTRAS CAUSAS)
Es todo acuerdo de voluntades por el cual se deja sin efecto un contrato. Tiene su causa en un acontecimiento sobreviniente a la celebración del contrato y opera ex tunc. En la rescisión se extinguen los efectos del contrato y las obligaciones creadas por ellos, sin la necesidad de mediar la liquidación del contrato.
RESCISIÓN: No depende de la concurrencia de un contrato sobreviviente a la celebración del contrato sino que depende de una estipulación contractual o legal, incluso puede ser una decisión unilateral, bilateral o plurilateral. Opera ex tunc.
RESOLUCIÓN: Supone la extinción del contrato en virtud del acaecimiento de un hecho posterior a la celebración del mismo, hecho que es imputable a la otra parte. El mismo deja sin efectos el contrato retroactivamente, volviendo las cosas en el estado que se encontraban antes de la celebración del mismo.
REVOCACIÓN: Acto de declarar ineficaz una disposición, bien por aplicación de la ley, bien por los convenios particulares de un determinado contrato.
OTRAS CAUSAS DE EXTINCIÓN DEL CONTRATO: Solución o pago, novación, compensación, condonación o remisión, confusión, imposibilidad de ejecución, prescripción liberatoria, transacción, entre otros. 
LEGISLACION:  Art. 669 al 1871 CC
12. INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS
Es el resarcimiento económico del daño o perjuicio causado, desde el punto de vista del culpable, y del que ha recibido, enfocado desde la víctima. Satisfacción u ofensa o agravia, compensación.
LEGISLACION: Art. 1833 al 1871 CC
13. PAGO POR CONSIGNACIÓN
Consiste en el derecho que tiene el deudor de solicitar ante el órgano jurisdiccional cuando el acreedor se encuentra en mora o se niega a recibir el pago. Este pago debe realizarse judicialmente.
LEGISLACION: Art. 584 al 593 CC
14. PAGO POR SUBROGACIÓN
Es aquella que permite a los acreedores ejercer todos los derechos y acciones de su deudor, con excepción de las inherentes a su persona, tiene como finalidad la defensa, por vía judicial, de sus propios intereses.
Sucede aquí que la representación procesal deviene de un vínculo obligacional extraño a las partes naturales u originales (deudor – demandado y acreedor – demandante), pero permite por el interés directo con una de ellas.
LEGISLACION: Art. 594 al 597, 1476, 1546, 1616 CC
Art. 93 al 97 CPC
15. REPETICIÓN DE LO PAGADO
Es el derecho que tiene toda persona para recuperar lo indebidamente pagado o aquello que se ha anticipado por otro.
LEGISLACION:  Art. 596, 1476 al 1482, 1817 al 1825 CC
16. SIMULACIÓN DEL ACTO JURÍDICO
La simulación es la manifestación de la voluntad por la cual se crea un acto jurídico aparente que no corresponde a ningún convenio real, o que disfraza total o parcialmente un acto verdadero bajo la apariencia de otro, puede ser fraudulento o lícito, cuando no perjudica a nadie, ni tiene un fin ilícito.
La simulación es la declaración de un contenido de voluntad real, emitida conscientemente y de acuerdo entre las partes, para producir, con fines de engaño, la apariencia de un negocio jurídico que no existe o es distinto de aquel que realmente se ha llevado a cabo. Puede ser absoluta o relativa.
LEGISLACION:  Art. 305 al 357, 357, inciso e) CC
17. INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO
Se demanda por incumplimiento de contrato cuando una persona no cumple con lo que se pactó o lo hace en una forma distinta a lo estipulado, por ende el recurrente exige a la otra parte aquello a que se comprometió.
LEGISLACION:  Art. 715 al 729, 837, inciso h) CC
18. JUICIO PREPARACIÓN DE ACCIÓN EJECUTIVA. JUICIO EJECUTIVO. COBRO DE ALQUILERES.
PREPARACIÓN DE ACCION EJECUTIVA: La preparación de Acción Ejecutiva es aquella que, como su nombre lo indica, prepara, la vía ejecutiva, en razón de los documentos base de la acción.
JUICIO EJECUTIVO: Es el que se promueve fundado en un título que trae aparejada ejecución, con el objeto de satisfacer el interés de un acreedor de una suma de dinero líquida y exigible.
COBRO DE ALQUILERES: La acción ejecutiva para el cobro de alquileres es aquella que se da cuando existe un crédito proveniente de alquileres o arrendamientos, y para preparar la vía ejecutiva es necesario acreditar la existencia del contrato y el monto adeudado.
LEGISLACION:  Art. 439 al 449 CPC
19. EJECUCIÓN HIPOTECARIA.
La ejecución hipotecaria procede cuando el título ejecutivo está gravado con una garantía real de hipoteca, en garantía de un crédito cierto en dinero.
Está constituida por una serie de medidas legales, de índole procesal por lo común, de que el acreedor hipotecario se vale para la efectividad de su derecho cuando el deudor no quiere o no puede cumplir con la obligación exigible. Es aplicable a los inmuebles.
LEGISLACION:  Art. 499 al 507, 2356 al 2406 CC
20. EJECUCIÓN PRENDARIA
La ejecución prendaría procede cuando el título ejecutivo está garantizado con el derecho real de prenda en seguridad y garantía de un crédito.
Constituida por una serie de medidas legales, de índole procesal por lo común, de que el acreedor prendario se vale para le efectividad de su derecho cuando el deudor no quiere o no puede cumplir con la obligación exigible. Es aplicable a las cosas muebles.
La prenda es el derecho real por el cual el deudor entrega un bien mueble a su acreedor en seguridad y garantía de un crédito.
La prenda con registro es la que se constituye para asegurar el pago de una suma de dinero el cumplimiento de cualquier clase de obligaciones, sobre ganado, máquinas, frutas, vehículos automotores, quedando las cosas prendadas en poder del deudor que se constituye en depositario regular. Se constituye mediante un contrato que entre las partes produce efectos desde su celebración, y con respecto a terceros desde su inscripción en el Registro.
Los bienes prendados gozan de privilegio especial extendiéndose a los importes de las indemnizaciones y al precio.
LEGISLACION:  Art. 2294 al 2355 CC / Art. 508 al 510 CPC
21. EJECUCIÓN DE RESOLUCIONES JUDICIALES
La ejecución de las resoluciones judiciales es un medio para el acreedor de una determinada prestación de dar, de hacer o no hacer, cuando el obligado a prestarlo en virtud a una sentencia de condena no la cumple voluntariamente, entonces aquel vuelve a peticionar al órgano jurisdiccional su intervención para obtener del deudor la satisfacción de la obligación debida.
La sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada tiene carácter de título ejecutivo; por ello, quien en virtud de aquella resulta deudor y no cumple la prestación debida, estará sujeto a la ejecución forzosa, que dará cumplimiento a lo ordenado en el fallo.
LEGISLACION:  Art. 519 al 531 CPC
22. INCONSTITUCIONALIDAD.
Es el vicio o defecto de que adolece una norma jurídica o una resolución judicial, cuando han sido dictadas en contra de preceptos constitucionales.
El proceso podrá iniciarse por acción ante la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, y por la vía de excepción en cualquier instancia, en cuyo caso se elevarán los antecedentes a la Corte Suprema Justicia.
El órgano competente para declarar la inconstitucionalidad en forma exclusiva es la Corte Suprema de Justicia.
LEGISLACION:  Art. 132, 137, 260 CN / Art. 538 al 564 CPC
23. AMPARO
Es una garantía constitucional otorgada para hacer efectivos los derechos consagrados en la Constitución Nacional y en la ley, cuando los mismos se consideren lesionados gravemente o en peligro inminente de serlo y que, debido a la urgencia del caso, no pueden remediarse por la vía ordinaria.
LEGISLACION:  Art. 134 CN / Art. 565 al 588 CPC
24. DISOLUCIÓN DE LA COMUNIDAD CONYUGAL
Se habla de disolución cuando existe un rompimiento de los lazos o vínculos existentes entre varias personas. Y en el caso que nos ocupa, expresamente constituye uno de los regímenes matrimoniales, también llamado comunidad de gananciales o de administración conjunta, que puede ocurrir cuando se presenta alguna de las causales previstas en el Art. 53 de la Ley N° 1/92, o también por mutuo consentimiento de los cónyuges.
Esta liquidación de la sociedad conyugal, implica la división de los bienes que integran la sociedad en partes iguales, una vez abonados los créditos reconocidos contra la sociedad.
LEGISLACION:  Art. 53 al 75 - Ley N° 1/92  /  Art. 2° - Ley N° 45/91 – Divorcio Vincular
25. DIVORCIO VINCULAR
Es aquel que se da en vida de los cónyuges y por el que judicialmente se disuelve el vínculo matrimonial, habilitando de ésta maneras a los cónyuges divorciados a contraer nuevas nupcias.
LEGISLACION: Ley N° 45/91 - Divorcio Vincular.
26. DESALOJO
Es aquel que tiene por objeto recuperar el uso y goce de un inmueble ocupado por quien carece de título, mediante el desahucio por orden judicial, para entregarlo a quien tiene derecho a él.
LEGISLACION:  Art. 621 al 634 CPC / Art. 803 al 844 CC
27. INTERDICTO DE ADQUIRIR
Constituye un procedimiento por el cual se solicita la posesión jurídica de un bien.
LEGISLACION: Art. 635 al 641 CPC
Art. 1940 CC
28. INTERDICTO DE RETENER
Se otorga para impedir la tentativa de despojo por actos materiales. Su objeto consiste en obtener protección para amparar y conservar la posesión con arreglo a derecho
LEGISLACION: Art. 642 al 645 CPC  /  Art. 1940 al 1952 CC
29. INTERDICTO DE RECOBRAR
Es aquel por el cual se obtiene la recuperación de un bien del cual se ha sido total o parcialmente despojado con violencia  o clandestinidad.
LEGISLACION:  Art. 646 al 652 CPC / Art. 1940 al 1952 CC
30. INTERDICTO DE OBRA NUEVA
Se concede para impedir que una obra nueva afecte a un inmueble.
LEGISLACION:  Art. 653 al 655 CPC  / Art. 1940 al 1952 CC
31. MENSURA Y DESLINDE
MENSURA: La mensura constituye una operación técnica por la cual se determinan las medidas de un inmueble determinado, con el objeto de obtener una representación gráfica del mismo. No es propiamente una petición introductiva de instancia autónoma, no obstante que la misma debe reunir los extremos exigidos por el Art. 656 del C.P.C.
DESLINDE: Consiste en una operación técnica por la cual se establece la línea divisoria entre dos inmuebles contiguos, cuyos límites se encuentran confundidos.
LEGISLACION: Art. 656 al 672 CPC / Art. 1933; 2023 al 2028; 2124 al 2127 CC
32. RENDICIÓN DE CUENTAS
La rendición de cuentas es la obligación de hacer que contrae una persona que efectúa actos de administración o de gestión por cuenta ajena, por lo que debe presentar un estado detallado y documentado de los ingresos y egresos producidos durante su actuación con la determinación del saldo resultante.
LEGISLACION: Art. 673 al 679 CPC / Art. 1109 al 1116 CC
33. DIVISIÓN DE COSAS COMUNES
La división de la cosa común o condominio consiste en la facultad que tiene el condómino de obtener la transformación de su parte indivisa en otra determinada y concreta.
LEGISLACION:  Art. 680 al 682 CPC / Art. 2083 al 2096 CC
34. JUICIO SUCESORIO AB-INTESTATO
Es aquella sucesión en la cual el causante no ha dejado testamento, en cuyo caso la ley presume cual hubiera sido su voluntad y organiza la distribución de sus bienes teniendo en cuenta el grado de parentesco y el afecto.
LEGISLACION:  Art. 731 al 772 CPC / Art. 2443 al 2607 CC
35. JUICIO SUCESORIO TESTAMENTARIO.
Es aquel que se realiza conforme a la última voluntad del causante obrante en un testamento válido.
LEGISLACION:  Art. 746 al 750 CPC / Art. 2608 al 2710 CC
36. PETICIÓN DE HERENCIA
Es la acción judicial procedente contra el que ha sido declarado heredero, sea para excluirlo de la sucesión o para ser reconocido como heredero de la sucesión.
LEGISLACION:  Art. 659 inciso c) 2510 al 2515 CC
37. EXCLUSIÓN DE HERENCIA
La exclusión de herencia es la sanción contenida en la ley, por la cual se excluye a determinadas personas de la herencia, por causas establecidas expresamente en la ley, así como a aquellos herederos que han atentado contra la vida, honestidad e integridad del causante, su cónyuge, descendiente, ascendiente o hermanos, serán excluidos de la herencia por indignidad.
LEGISLACION:  Art. 662 inciso c), 2490 al 2500 CC
38. ACCIÓN DE COLACIÓN
Es aquella acción en virtud de la cual se posibilita que los herederos forzosos que concurran con otros a la sucesión, devuelvan a la masa hereditaria el valor de los bienes recibidos del causante, en vida de éste, por donación u otro título gratuito.
LEGISLACION:  Art. 2544 al 2552 CC
39. CONVOCATORIA DE ACREEDORES
Constituye un procedimiento en virtud del cual un comerciante o un particular que se encuentra en estado de cesación de pagos, solicita al juez su intervención a fin de que a través de un acuerdo denominado concordato, pueda llegar a un entendimiento con sus acreedores evitando de esa manera su quiebra.
LEGISLACION:  Ley N° 154/69 de Quiebra.
40. QUIEBRA
El juicio de quiebra tiene por objeto realizar, liquidar y distribuir en un procedimiento único los bienes de una persona natural o jurídica, sea o no comerciante, que hubiese sido declarada en quiebra. Comprende todos sus bienes, derechos, acciones y obligaciones, salvo aquellos que fuesen expresamente exceptuados por la ley.
LEGISLACION:  Ley N° 154/69 de Quiebra.
41. INFORMACIÓN SUMARIA DE TESTIGOS
Es aquella que se practica judicialmente en averiguación de algo de interés investigativo, mediante trámite breve y no sujetos a ciertas formalidades necesarias para otras actuaciones.
LEGISLACION:  Art. 364 inciso d) COJ  /  Art. 314 al 342 CPC
42. INSCRIPCIÓN DE FALLECIMIENTO
La inscripción de fallecimiento es el acto por el cual se inscribe en el registro civil el hecho de que una persona haya fallecido. Esta acción se inicia ante el Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial contra el Ministerio Público a fin de acreditar el fallecimiento de una persona y solicitar su inscripción en el Registro Civil de las Personas.
LEGISLACION:  Art. 18, 27, 94 al 109 - Ley N° 1266/87.
43. INSCRIPCIÓN PREVENTIVA DE CONTRATO DE COMPRA – VENTA
Deviene de ser una medida cautelar por la cual toda compraventa de bienes registrables, puede ser inscripta en el registro correspondiente, aún antes de efectuarse la tradición de la cosa.
LEGISLACION:  Art. 294 al 301 COJ
44. INSANÍA
Es la situación en que se encuentran las personas que han sido declaradas incapaces por las autoridades competentes para la realización de todos o de algunos actos de la vida civil.
LEGISLACION:  Art. 73 al 90 CC
45. ALIMENTOS – AUMENTO – CESACIÓN – DISMINUCIÓN.
Relación jurídica en virtud de la cual una persona está obligada a prestar a la otra lo necesario para su subsistencia. Su fundamento está íntimamente ligado a la familia ya el Digesto hablaba de justicia y afecto de la sangre; y muchos autores lo encuentran en la solidaridad familiar, en el cariño y caridad en el seno de la familia y en su papel social. Aunque no falte quien acude a un argumento de conservación y supervivencia del individuo conectado a una suerte de obligación moral.
AUMENTO: se da cuando a una persona se le aumenta el monto de la asistencia alimentaria para con sus hijos, ya sea porque han aumentado sus ingresos, porque ha aumentado el nivel de vida, o porque ha aumentado la necesidad de los hijos.
CESACIÓN: se da cuando generalmente el menor ha cumplido su mayoría de edad o se ha emancipado, por lo que cesa la obligación de los padres para su asistencia alimentaria.
DISMINUCIÓN: se da cuando a una persona se le disminuye el monto de la asistencia para sus hijos, ya sea porque han disminuido sus ingresos porque ha disminuido el nivel de vida, o porque ha disminuido la necesidad de los hijos.
LEGISLACION:  Art. 256 al 265 CC / Art. 53 CN / Art. 597 al 601 CPC / Art. 97 al 99, 185 al 190 CNA (Ley N° 1680) / Art. 225 CP (Ley N° 1160/97)
46. SUSPENSIÓN – PERDIDA DE LA PATRIA POTESTAD.
SUSPENSIÓN DEL EJERCICIO DE LA PATRIA POTESTAD: Tal hecho se produce por un periodo invariable, en los siguientes casos: ausencia de padres o en ignorado paradero, o por incapacidad mental, mientras duren la ausencia o incapacidad; malos tratos a los hijos, sin motivo, con excesiva violencia; ebriedad consuetudinaria, mala conducta notoria o negligencia grave que comprometan la salud, seguridad o moralidad de los hijos. Mientra dura la suspensión, los menores quedan bajo el patronato del Estado.
PERDIDA DE LA PATRIA POTESTAD: La patria potestad se pierde por delito cometido por el padre o madre contra su hijo menor, para aquel que lo cometa; por la exposición o el abandono que el padre o la madre hiciere de sus hijos, para el que los haya abandonado; por dar el padre o la madre a los hijos consejos inmorales o colocarlos dolosamente en peligro material o moral, para el que lo hiciere. En cualquiera de estos supuestos los menores quedan bajo el patronato del Estado.
LEGISLACION:  Art. 70 al 91 CNA
47. RÉGIMEN DE RELACIONAMIENTO
Régimen en el cual se somete al menor o adolescente a fin de que el mismo pueda mantenerse vinculado con sus padres o demás miembros de su familia, con quienes no convive, cuando exista una causa que justifique las no convivencias con los mismos. 
LEGISLACION:  Art. 92 al 96 CNA
48. RÉGIMEN DE CONVIVENCIA.
Tenencia de los hijos: Problema que se plantea cuando los progenitores se encuentran divorciados o en trámite de divorcio, separados de hecho o no casados cuando no viven juntos, así como también en el supuesto de anulación del matrimonio, ya que es preciso determinar a cuál de dichos progenitores se ha de entregar la tenencia de los hijos menores de edad.
LEGISLACION:  Art. 92 al 96 CNA
49. TUTELA.
La tutela es la institución que permite a quien la ejerce, representar al niño o adolescente, dirigirlo y administrar sus bienes cuando no esté sometido a la patria potestad.
LEGISLACION:  Art. 110 al 157 CNA
50. VENIAS JUDICIALES (PARA VENDER, PARA CONTRAER MATRIMONIO, ETC.)
La Venia es la autorización judicial, que se requiere en determinados casos para la validez de los actos jurídicos.
AUTORIZACIÓN PARA VIAJAR AL EXTERIOR: Es la autorización que el niño o adolescente debe tener de los padres para viajar al exterior. Si desea viajar con uno de los padres, se requerirá la autorización expresa del otro, si desea viajar solo se requerirá la de ambos.
AUTORIZACIÓN PARA CONTRAER MATRIMONIO: La venia para contraer matrimonio es la autorización que uno o ambos de los futuros contrayentes solicitan al juez en lo tutelar del menor. A través de dicha aprobación judicial se otorga validez al matrimonio que el solicitante de la venia desea contraer, aunque exista oposición de uno o más de las padres de los solicitantes.
AUTORIZACIÓN PARA VENDER:
LEGISLACION: Art. 100 al 102 CNA
51. ACCIONES DE RECONOCIMIENTO, CONTESTACIÓN O DESCONOCIMIENTO DE LA FILIACIÓN.
La determinación de la filiación por un acto voluntario del reconocedor ha partido tradicionalmente de la premisa de que se aplica exclusivamente a hijos no matrimoniales, a diferencia de la filiación matrimonial, la cual resulta determinada automáticamente, en principio al menos, por el nacimiento en el seno del matrimonio; es decir, que mientras la filiación matrimonial resulta automáticamente por el nacimiento y es por ello indivisible, el hijo legítimo es necesario hijo de ambos padres, l a no matrimonial ha de establecerse o ser determinada por el reconocimiento paterno y materno, que son individuales, y por tanto, independientes, o en su caso por la investigación judicial de la paternidad o maternidad; y dentro ya de la figura recognocitiva, clásicamente se ha establecido una edad para el válido reconocimiento, consonante con la edad, para procrear; unas limitaciones para reconocimiento de hijos no matrimoniales, o sea, que se trate de hijos naturales a los menos presuntos, para evitar perjuicio posible en la familia legítima; y no ya un limite, sino un freno o tope total por razones de moralidad, evitación de escándalos, casos de hijos incestuosos; cediendo por último la filiación no matrimonial ante la matrimonial (Diccionario Jurídico Espasa Lex)
LEGISLACION:  Art. 183 al 184 CNA
52. ATENCIÓN DEL MALTRATO.
Los malos tratos o tratamientos pueden definirse como las ofensas de hecho y de palabra a las obligaciones de afecto y respeto que deben presidir las relaciones interindividuales. Es ésta, posiblemente, la más clara de las definiciones de una figura jurídica ambigua y difícil de caracterizar. Pero, para que se configure la situación de malos tratos, con el alcance de causa de divorcio, es necesario que éstos se exterioricen en manifestaciones graves o que sean tan frecuentes que su repetición haga intolerable la vida conyugal. Provocan una sanción doble: civil y penal. La sanción civil puede estar representada por el otorgamiento del divorcio a favor de la persona ofendida, considerándose culpable, en consecuencia, al ofensor, con todos los perjuicios económicos, afectivos y morales del caso (obligación de pasar una pensión alimenticia, pérdida de la tenencia de los hijos, etc.)
LEGISLACION:  Art. 191 CNA
53. RESTITUCIÓN Consiste en la obligación impuesta a uno de los padres causante de la retención del hijo al otro.
LEGISLACION:  Art. 94 y 175 inciso b) del CNA.
54. ADOPCIONES Es una institución en virtud de la cual una persona pasa a ser reconocida como hijo del adoptante. Es definida como “acción de recibir como hijo con los requisitos y solemnidades que establecen las leyes a las que no lo es naturalmente” 
LEGISLACION:  Ley N° 1136/97 de Adopciones.
55. EXCLUSIÓN DEL HOGAR DEL DENUNCIADO EN CASO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA.
LEGISLACION:  Art. 60 CN Ley N° 1600 – Violencia Domestica.
56. REGULACIÓN DE HONORARIOS. Los honorarios profesionales de abogados y procuradores matriculados, por trabajos profesionales realizados en juicios, gestiones administrativas y actuaciones extrajudiciales, cuando no hubiera contrato escrito, serán fijados de acuerdo a la Ley N° 1376/88. 
LEGISLACION:  Ley N° 1376/88 – Honorarios de Abogados y Procuradores
57. HABEAS CORPUS. Es una acción histórica de defensa de las personas que se encuentren ilegítimamente privadas de su libertad.
LEGISLACION:  Art. 133 CN
58. HABEAS DATA. Se refiere al derecho de toda persona, de acceder a los documentos e informaciones que sobre ella se tengan en reparticiones públicas o privadas.
LEGISLACION:  Art. 135 CN
59. NACIONALIZACIÓN. Otorgamiento de la cualidad de nacional a un extranjero. Concesión de los derechos y privilegios nacionales a un súbdito de otro país. Un extranjero que reúna las condiciones que establece la ley, puede solicitar su naturalización ante el Juzgado de su domicilio.
LEGISLACION:  Art. 146 al 154 CN / Ley N° 582/95.
60. TERCERÍA DE MEJOR DERECHO – DE DOMINIO 
Acción que compete a quien no es parte en un litigio, para defender sus derechos frente a quienes están dirimiendo los suyos. Esa tercería puede oponerse a ambos litigantes o sólo a uno de ellos.
La tercería puede ser de dominio o de mejor derecho. La primera es aquella en que el tercerista alega ser dueño de los bienes que son objeto del proceso en que la tercería se presenta. La segunda es aquella en que el tercerista no alega ser propietario de los bienes en litigio, sino tener sobre ellos un derecho preferente al que pretenden los litigantes.
Couture dice que la tercería es coadyuvante cuando la pretensión del tercerista coincide con la de uno de los litigantes del juicio principal, y que es excluyente, cuando se opone a las pretensiones de ambos.
TERCERIA DE DOMINIO: la que tiene por objeto reclamar la liberación del bien embargado por ser dueño el tercerista.
TERCERIA DE MEJOR DERECHO: la que tiene por objeto lograr que el tercerista sea reintegrado de su crédito con los bienes embargados, y con preferencia al acreedor ejecutante.
LEGISLACION:  Art. 76 al 86 CPC
